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INTRODUCCIÓN
Los artículos reunidos en este número de la Revista Técnica sobre Rendición 
de Cuentas y Fiscalización Superior tienen una línea que converge en 
análisis y propuestas para lograr nuevos alcances en ámbitos como son la 
rendición de cuentas, la fiscalización, las políticas públicas, los derechos 
humanos y la transparencia.

Al respecto Claudia Espinosa Díaz y Diego de la Mora Maurer en su 
artículo La rendición de cuentas desde la perspectiva de los derechos humanos 
nos presentan algunas claves para abordar las mediaciones necesarias 
entre las políticas públicas, el proceso presupuestario, la rendición de 
cuentas y los derechos humanos. Es interesante el análisis que hacen los 
autores sobre el presupuesto público y las etapas del ciclo presupuestario 
así como analizan la rendición de cuentas desde la lógica de un ciclo de 
tres etapas: información, acción y respuesta. Esto como punto de partida 
para articular los derechos humanos con la política pública, con el actuar 
gubernamental que requiere que la gestión de los recursos públicos esté 
sujeta a los principios y obligaciones del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos.

Por su parte Francisco Abundis y Diana Paola Penagos consideran que las 
democracias modernas están en crisis. En su trabajo titulado Democracia 
y confianza ciudadana en las instituciones en México. Una perspectiva desde 
la opinión pública, analizan la desconfianza y confianza ciudadana, la 
confianza en las instituciones públicas en México mediante un ejercicio 
demoscópico llamado Parámetro Estatal 32 que desde 2007 recolecta 
información sobre la opinión y el comportamiento de más de 12 mil 
mexicanos encuestados. Los autores nos presentan la metodología y los 
principales resultados.

Miriam Grunstein aborda el debatido tema de la industria petrolera y la 
importancia de la adopción de políticas de transparencia en este ámbito. 
En este sentido la autora nos presenta el Estándar de Transparencia 
de las Industrias Extractivas (EITI) siendo esta una de las iniciativas 
que proveen de un estándar para que las compañías publiquen lo que 
pagan y los gobiernos revelen lo que reciben en el sector. México está 
revisando su posible adhesión a esta iniciativa y Grunstein nos expone lo 
que esta implica, los requisitos que se deben cumplir y las ventajas de la 
introducción de México en dicho estándar.
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El tema que aborda Roberto Hernández García en su artículo Áreas 
de oportunidad para mejorar los procesos de compras públicas: una visión 
práctica, es el de los aspectos prácticos que vician las contrataciones 
gubernamentales. En un primer lugar nos da una visión general sobre el 
tema y nos presenta percepciones y experiencias de usuarios, en donde 
existe desde el principio una falta de confianza del particular en el que 
los procesos de contratación pública se lleven a cabo con apego a la 
legalidad. Desde el inicio del proceso hasta el finiquito, Hernández nos 
comparte su vasta experiencia en el tema, presentando problemas reales y 
brindándonos áreas de oportunidad y herramientas que pueden mejorar 
el sistema.

La administración con base en resultados ha avanzado significativamente 
en los últimos años. Como menciona Roberto Salcedo Aquino, el papel de 
la Auditoría Superior de la Federación es fundamental en este proceso. 
En su artículo, Salcedo expone los cinco elementos que componen la 
administración con base en resultados; la presupuestación, la ejecución, 
la rendición de cuentas, la fiscalización y la dictaminación, y los retos que 
enfrenta cada uno de estos engranes.

Recordamos al lector que la versión digital de este ejemplar de la Revista 
Técnica de la ASF se encuentra publicada en el portal institucional www.
asf.gob.mx, donde además contamos con un acervo de publicaciones que 
pueden ser de su interés.

http://www.asf.gob.mx
http://www.asf.gob.mx
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LA RENDICIÓN DE 
CUENTAS DESDE LA 

PERSPECTIVA DE LOS 
DERECHOS HUMANOS

Claudia Espinosa Díaz
FLACSO

Diego de la Mora Maurer
Fundar

La Reforma Constitucional de junio del 
2011 reconoció que la actuación de todas las 
autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
se debería realizar conforme a las obligaciones en 
materia de derechos humanos. A cinco años de 
la reforma, queda claro que entre la declaración 
y su cumplimiento hay múltiples retos por 
enfrentar en el área de la administración pública. 
Nos encontramos con dinámicas que sin ser 
necesariamente contrapuestas nos implican 
mediaciones necesarias y que, hasta ahora, no 
han sido ni técnica ni políticamente resueltas. 

Por un lado, las políticas públicas, la 
presupuestación y la rendición de cuentas 
tienen lógicas, claves e inercias propias. Por otro 
lado, la traducción de los derechos humanos a 
elementos operacionalizables que orienten y 
den sentido a la política pública está lejos de ser 
un instrumento sencillo y, por el contrario, las 
propuestas metodológicas existentes requieren 
de un alto nivel de especialización técnica. Si 
bien se tiene claridad en que las herramientas 
de política pública, presupuestación y rendición 
de cuentas son forma, mientras los derechos 
humanos contenido (Vázquez y Delaplace, 2011; 
Salazar, Caballero y Vázquez, 2013), lo cierto 
es que la expectativa de convertir los derechos 
humanos en una directriz estatal no es una tarea 
fácil. Las dinámicas distintas colocan en un  
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punto por demás complicado a las instituciones 
gubernamentales a quienes les estamos pidiendo 
que respondan a exigencias del siglo XXI con 
estructuras institucionales que fueron diseñadas 
a mediados del siglo XX.

En este artículo colocaremos algunas 
claves para abordar las mediaciones necesarias 
entre las políticas públicas, el proceso 
presupuestario, la rendición de cuentas y 
los derechos humanos. Claves que, no está 
de más mencionar, permiten elaborar más 
preguntas que respuestas. Cabe aclarar que 
solo atenderemos lo que entendemos como 
la primera etapa del ciclo de la rendición de 
cuentas: la información. Si bien compartimos la 
necesidad de completar las vinculaciones entre 
los derechos humanos y las otras etapas del ciclo 
de la rendición de cuentas, la extensión de este 
artículo solo permite concentrarnos en la etapa 
de la información y hacer referencia a las etapas 
subsiguientes cuando es necesario.
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r Maestro en Derechos Humanos y Democracia en la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), 
sede México. Licenciado en Ciencias Políticas y Relaciones 
Internacionales por el Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (CIDE, México). Desde 2008 trabaja en 
Fundar, Centro de Análisis e Investigación en el Área de 
presupuestos y políticas públicas, donde analiza la relación 
entre los presupuestos públicos, la transparencia y la 
rendición de cuentas.



C
la

ud
ia

 E
sp

in
oz

a 
D

ía
z Socióloga y maestra en Derechos Humanos y Democracia 

por la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(Flacso) sede México. Es coordinadora del proyecto Derecho 
EPJA (derechoepja. org) de la Asociación Alemana para la 
Educación de Jóvenes y Adultos (DVV International). Tutora 
de la Maestría de Derechos Humanos y Democracia de 
Flacso México.



La rendición de cuentas desde la perspectiva de los derechos humanos

11

Políticas públicas, presupuestos, rendición de cuentas y 
derechos humanos: lógicas distintas pero no contrapuestas

Las políticas públicas son intervenciones estatales ante problemas públicos; 
tales respuestas se articulan a partir de cuatro coordenadas indispensables: 
un contexto determinado, un horizonte específico de tiempo, información 
disponible sobre el problema público y la identificación de recursos 
disponibles, que la mayoría de las veces son escasos (Merino, 2013:11). Vale 
la pena acotar dos elementos. Por un lado, no toda forma de intervención 
estatal es una política pública y, por otro, las políticas públicas no responden 
a cualquier tipo de problema, responden a unos en específico: los públicos. 

De acuerdo con Merino, las intervenciones estatales que son calificadas 
como políticas públicas requieren de procesos racionales, informados 
y comprometidos para seleccionar y definir problemas públicos, elegir 
soluciones a partir de los medios disponibles reconociendo la escases de 
recursos y planteando los resultados a obtener a partir de un proceso 
definido. Las políticas públicas suponen decisiones informadas que no se 
limitan a un plano racional-instrumental y que ponderan elementos ético-
políticos: “suponen un compromiso con la definición del problema, con los 
medios seleccionados para afrontarlo y con los resultados esperados tras la 
intervención del Estado” (Merino, 2013:36). El problema que busca atender 
la política no es un problema social, económico o político es un problema 
público que, según la literatura especializada, tiene tres características: es 
una demanda que surge de grupos específicos cuyo debate se realiza en 
la esfera pública y que devela la existencia de un conflicto entre grupos 
(sociales, económicos de interés) y autoridades públicas (Subirats, 2008). 

La particularidad del problema no es sólo que se discute en la escena 
pública, en su definición se recupera información diversa (sociológica, 
demográfica, económica, política, histórica, antropológica, etc.) para articular 
el problema en función de causas y efectos que deriva en un panorama 
amplio de posibilidades, para elegir aquellas frente a las que el Estado tiene 
posibilidades de emprender una posible solución (Merino, 2013).1 En este 
sentido, en la definición del problema público no se buscan resolver todas y 
cada una de las causas y efectos, sino que se eligen aquellos cuyo abordaje 
se considera más factible o pertinente.2 Es relevante señalar que la decisión 

1	 Como se explicará más adelante, entendemos el ciclo de la rendición de cuentas a través del trabajo de 
dos autores: Shcacter (2000) propone un ciclo compuesto por la información, la acción y la respuesta 
de las instituciones de rendición de cuentas. Schedler (2004), por su parte, propone otros tres 
elementos: la explicación y justificación de las decisiones y la credibilidad de las sanciones. 

2	 “La política pública no puede reducirse a decir que hay pobres o desamparados, sino a encontrar 
las causas por las que esa situación se ha gestado, así como los medios factibles para modificar 
la tendencia en el sentido que la política quiere producir” (Merino, 2013: 122). Ver (Espinosa y 
Vázquez, 2015: 30-31).
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sobre la definición del problema público no es exclusivamente técnica 
basada en datos e hipótesis verificables, en ella están igualmente presentes 
decisiones éticas, como lo señala Merino, “al seleccionar problemas y elegir 
cauces para la acción pública, toda política es también una afirmación de 
valores” (Merino, 2010:29). 

El ciclo de las políticas públicas es una herramienta analítica que nos permite 
organizar el proceso de decisiones alrededor de la política pública y señala 
siete procesos de decisión que abarcan desde la entrada del problema a la 
agenda pública hasta la evaluación de resultados.3

Fuente: Esquema retomado íntegramente de Vázquez y Delaplace, 2011.

El ciclo tiene un carácter orientativo, no descriptivo. En la práctica los 
pasos no necesariamente tienen dicha secuencia, pueden empalmarse o, 
incluso, algunos exceptuarse (Vázquez y Delaplace, 2011: 36-37). Si bien 
resulta una herramienta útil, es insuficiente al omitir (o cuando menos no 
visibilizar) un asunto profundamente relevante: los actores que intervienen 
en dicha toma de decisiones. Así, la perspectiva del ciclo puede resultar 
casi mecánica, cuando las políticas públicas son escenarios de continua 
pugna y conflicto que distan de seguir una lógica lineal. Integrar el enfoque 
organizacional al análisis de las políticas públicas permite reconocer que 
las organizaciones públicas son actores con relaciones informales, juegos 

3	 Es relevante señalar que la evaluación es un elemento que puede intervenir en cualquier momento del 
ciclo. En el momento del diseño busca indagar sobre la coherencia entre la detección del problema público 
y los objetivos y líneas de acción de los programas planteados; en el momento de la implementación 
contrastará la política contra las metas que busca alcanzar; en los resultados analizará si los programas 
tuvieron los rendimientos esperados de acuerdo a los insumos y productos empleados; finalmente, en la 
evaluación de impacto se busca medir los efectos reales de la política en cuestión.
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de poder y motivaciones específicas para actuar,4 lo que brinda elementos 
para entender por qué aun cuando tengamos estructuras normativas y 
objetivos explícitos, la implementación de las políticas pueden no resultar 
lo esperado. El reconocimiento y análisis de las relaciones informales al 
interior de las organizaciones gubernamentales se vuelve central para 
entender el funcionamiento de las políticas públicas.

Las políticas públicas requieren de recursos que les permitan operar. Los 
presupuestos públicos son herramientas con las que se administran y gestionan 
los recursos públicos que permiten operar las respuestas estatales para acciones 
y programas específicos. Desde esta perspectiva, el presupuesto público es 
la combinación de los ingresos y gastos de un gobierno y es la expresión 
tangible de los compromisos gubernamentales donde se hacen patentes las 
decisiones sobre cómo se obtendrán los recursos y en qué serán gastados.

Al comenzar un período de gobierno, el poder ejecutivo establece las 
prioridades y lineamientos de su quehacer gubernamental en los planes 
de desarrollo, que son el nivel macro de las políticas públicas. En México, el 
gobierno federal diseña el Plan Nacional de Desarrollo (PND) y los gobiernos 
estatales y municipales hacen un ejercicio análogo en los niveles locales. 

La expresión concreta de las acciones de un gobierno es el “Presupuesto de 
Egresos”, el cual es el instrumento de política económica más importante, 
puesto que expresa las prioridades públicas y es el resultado de la discusión 
entre poderes sobre la distribución de los recursos. Al final, el presupuesto no 
es otra cosa que un cálculo financiero anticipado de los ingresos y egresos del 
sector público que detalla la política del gasto público, definida con base en 
los ingresos esperados, las necesidades de la población, los compromisos de 
gasto del gobierno y el entorno macroeconómico (Hofbauer y Romero, 2002: 5). 

El proceso presupuestario tiene un ciclo conformado por cuatro etapas básicas 
que, normalmente, abarcan un período aproximado de entre dos y medio y 
tres años. Con algunos matices en diferentes estados, las cuatro etapas del 
ciclo son: 1) Formulación del presupuesto, 2) Discusión y aprobación del 
presupuesto, 3) Ejercicio del gasto y 4) Evaluación y fiscalización. Tales fases 
pueden ocurrir simultáneamente ya que puede darse el caso de que mientras 
se discute el presupuesto del siguiente año, se ejerce el del año actual y se 
esté revisando el del año pasado. No obstante conviene considerarlos por 
separado, ya que cada una de las fases tiene una dinámica propia.

4	 En palabras de Arellano, “las organizaciones públicas no son actores monolíticos (…) en la práctica, 
son un desordenado conjunto de personas y agentes, jaloneados por intereses políticos (que varían 
en el tiempo, según la alternancia electoral), que tienen limitadas capacidades y recursos, técnicas 
y tecnologías, y que implementan las políticas atadas a reglas, procesos informales de poder y en el 
intento constante de evitar la incertidumbre (como acto racional de cualquier actor que se enfrente a 
esta maraña de lógicas encontradas).” (Arellano, 2010: 68).
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La etapa de formulación del presupuesto se refiere al conjunto de actividades 
que realiza el Ejecutivo para presentar un proyecto de presupuesto que 
será sometido a la consideración del Legislativo. Consta de varias fases 
que no necesariamente ocurren en orden cronológico, sino que muchas 
veces suceden de manera simultánea. Primero, las secretarías de Estado y 
organismos descentralizados (dependencias) proyectan los requerimientos 
para el funcionamiento de sus programas, sus necesidades de inversión, 
sueldos y salarios, materiales y suministros, subsidios y transferencias. A 
esta etapa se le llama revisión de la apertura programática y dura alrededor 
de tres meses. Segundo, la oficina central de hacienda o finanzas pregunta 
a todas las dependencias sobre sus requerimientos de recursos, que son 
plasmados en los pre-proyectos. Tercero, el poder ejecutivo negocia y 
acuerda los niveles de gasto, establece los techos presupuestarios basándose 
en factores como las distintas necesidades de la población, las previsiones 
macroeconómicas o los cambios demográficos y determina la distribución 
del presupuesto global. Cuarto, una vez que las dependencias y entidades 
conocen los techos presupuestarios, elaboran el Proyecto de Presupuesto 
de Egresos. Quinto, la oficina central de hacienda o finanzas revisa que las 
dependencias se ajusten a los lineamientos de política económica e integra 
el presupuesto para presentarlo ante la Cámara de Diputados o en su caso 
en los Congresos de las Entidades Federativas. Es importante destacar que 
esta etapa se realiza, casi exclusivamente, a puertas cerradas.

Los presupuestos no se elaboran desde cero cada año. Normalmente, los 
nuevos presupuestos se generan con las cifras aprobadas el año anterior 
como base y se les hacen modificaciones, lo cual no implica que todos 
los cambios sean incrementales: también se pueden modificar a partir de 
cambios en la situación económica o las prioridades del gobierno.

La segunda etapa del proceso presupuestario se centra en el poder legislativo. 
A nivel federal, específicamente en la Cámara de Diputados; en los estados, 
en los congresos locales. Una vez que las y los diputados reciben el proyecto 
del Ejecutivo, se sigue el mismo procedimiento legislativo de aprobación 
que se usa para cualquier otra ley: se presenta la iniciativa de ley, se 
discute, se aprueba, se sanciona, se promulga y se publica. Aunque poco 
a poco ha existido un proceso de profesionalización, en México existen 
pocos legisladores con experiencia en el debate presupuestario por lo que 
generalmente las capacidades de propuesta y modificación son limitadas. 
A nivel federal, en esta etapa diversos grupos de la sociedad buscan influir 
en las asignaciones presupuestarias a través de debates públicos y sesiones 
con las diferentes comisiones del Congreso.



La rendición de cuentas desde la perspectiva de los derechos humanos

15

La tercera etapa del ciclo presupuestario es el ejercicio del gasto. Durante 
esta etapa se puede observar que el gasto raramente se ejerce como se 
definió en el presupuesto (Hofbauer y Romero, 2002: 47). La mayoría de 
las veces, las modificaciones son menores y se deben a cambios en las 
condiciones económicas. Sin embargo, como las modificaciones no tienen 
que ser ratificadas por el poder legislativo, ni en el ámbito federal, ni en las 
entidades federativas, es común observar diferencias entre el presupuesto 
aprobado y el gasto ejercido.5 Un ejemplo, entre 2000 y 2009 el poder 
Legislativo adicionó en promedio 3.4 pesos de cada 100 propuestos por el 
Ejecutivo. En el ejercicio del gasto, el Ejecutivo adicionó 9.5 pesos más de 
cada 100 (OACNUDH, 2010: 19).

La cuarta etapa del ciclo presupuestario es la evaluación y fiscalización que 
incluye la revisión de la Cuenta Pública. En esta etapa, el gobierno rinde 
cuentas sobre cómo ejerció el gasto que le fue asignado. Las evaluaciones que 
se hacen en esta fase pueden identificar modificaciones en los programas, 
variaciones del gasto asignado y reasignaciones de recursos al interior de 
cada dependencia. Normalmente, el poder ejecutivo es quien reporta sus 
actividades fiscales al legislativo y al público a través de la Cuenta Pública y 
de los informes periódicos sobre el estado de las finanzas públicas. Además, 
existen órganos de fiscalización superior independiente y profesional que 
deben producir informes periódicos, oportunos y precisos sobre la revisión 
de la Cuenta Pública.

 En México, a partir del 2006, se impulsó la gestión de los recursos públicos 
en el marco de los resultados: colocando mayor énfasis en los resultados de 
la aplicación de los programas presupuestales que en sus procedimientos 
de operación. En este contexto, la gestión por resultados ha requerido la 
construcción del Sistema de Evaluación del Desempeño (SED) para, en 
palabras de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), conocer 
los resultados del ejercicio de los recursos y el impacto social de los 
programas a partir del seguimiento y verificación del cumplimiento de 
metas y objetivos con base en indicadores para identificar la eficiencia, 
eficacia, economía y calidad del gasto y aumentar la productividad de los 
procesos gubernamentales (SHCP, página web). 

La rendición de cuentas es un proceso mediante el cual los gobiernos 
informan, explican y justifican sus acciones. En el ámbito presupuestario, 
este proceso atañe tanto a las obligaciones de las y los servidores públicos 
sobre el uso de los recursos públicos, como en las posibles sanciones que 
derivan de ese ejercicio. La rendición de cuentas también requiere que las 

5	 En el ámbito federal, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público solo tiene que informar a la Cámara 
de Diputados cuando se trata de modificaciones mayores al 5% del total del ramo (Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, art. 57, fra. III).
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y los servidores públicos que no manejan directamente recursos financieros 
informen, expliquen y justifiquen sus acciones. 

Tal como las políticas públicas y el presupuesto, la rendición de cuentas 
también se puede analizar desde la lógica de un ciclo con tres etapas: 
información, acción y respuesta.6 La información, explicación y justificación 
de la actuación de las y los servidores públicos es una primera etapa de 
un ciclo que se completa con la existencia de sanciones creíbles (Schedler; 
2004: 13) y la capacidad de enmendar las fallas de la actividad pública. 
Para completar dicho ciclo, también son necesarios procesos de auditoría 
internos y externos, acciones de fiscalización, evaluación y control del gasto 
y ajustes en los diseños de las políticas públicas. 

La eficiencia de un sistema de rendición de cuentas depende, en primera 
instancia, de la información que puedan obtener las dependencias de 
rendición de cuentas (DRC).7 La información puede provenir de fuentes 
directas del gobierno o indirectas, pero tiene que ser completa, fidedigna 
y oportuna.

La segunda instancia de la que depende la eficiencia de un sistema de 
rendición de cuentas es la capacidad de acción que pueda desarrollar la 
DRC a partir de la información obtenida. Esta información tiene que permitir 
que la DRC demande explicaciones y justificaciones sobre la información 
que recibió y depende de sus facultades para hacerlo. Por último, la tercera 
forma de saber si un sistema de rendición de cuentas es efectivo es a partir 
de la respuesta de la institución sobre la cual se demandan explicaciones 
o justificaciones (Schacter, 2000: 3). Es importante agregar dos instancias 
relevantes: los sistemas de rendición de cuentas requieren de la amenaza de 
sanciones creíbles que inhiban las posibles desviaciones en el comportamiento 
de las y los servidores públicos, además de contar con mecanismos que 
corrijan el proceso de gestión de los recursos para mejorarlo y evitar las 
mismas conductas en decisiones ulteriores. 

Las políticas públicas, los presupuestos y la rendición de cuentas son 
instrumentos de gestión. De manera esquemática, se pueden abordar a 
partir de una lógica de ciclos que estructura las decisiones gubernamentales 
pero tal enfoque no nos dice nada sobre los contenidos de esas decisiones. 

6	 El ciclo de la rendición de cuentas al que se refiere Schacter, “es un modelo para entender la lógica de 
las relaciones entre las instituciones de rendición de cuentas y las dependencias del gobierno y cuenta 
con tres etapas: información, acción y respuesta” (Schacter, 2000: 3. Traducción libre). 

7	 En México, las principales dependencias de rendición de cuentas son la Secretaría de la Función 
Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación, el 
Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 
el Instituto Nacional de Transparencia y Protección de Datos Personales, el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía y la Procuraduría General de la República.
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Si, como ya lo señalamos, las decisiones además de ser técnicas ponen en 
juego elecciones éticas, entonces ¿cuál tendría que su contenido?

De acuerdo con la Reforma constitucional del 2011, todas las autoridades 
en el ámbito de sus competencias deben actuar conforme a las obligaciones 
en materia de derechos humanos. Es decir, de acuerdo con la Constitución, 
los derechos humanos se encuentran en el centro del actuar gubernamental.

Las claves para articular los derechos humanos con la política pública parten 
de reconocer las obligaciones del Estado para garantizar, respetar, proteger y 
promover los derechos humanos (Serrano y Vázquez, 2013). A partir de ello, 
es relevante hacer una revisión de instrumentos internacionales, regionales, 
nacionales y locales para identificar el estándar que permitirá delinear las 
directrices y orientaciones para un derecho o derechos específicos a partir 
de las obligaciones adquiridas por el Estado mexicano en la materia. Las 
respuestas institucionales que operan el derecho tienen que incorporar 
las dimensiones de accesibilidad, disponibilidad, adaptabilidad y calidad 
(Serrano y Vázquez, 2013).8 En relación a las políticas públicas no basta 
identificar el estándar, hay algunas dimensiones transversales que son 
fundamentales para considerar que una política pública tiene enfoque de 
derechos humanos (Vázquez y Espinosa, 2015):

1.	 Mecanismos de participación efectiva

2.	 Principio de igualdad y no discriminación 

3.	 Perspectiva de género

4.	 Mecanismos de exigibilidad 

5.	 Coordinación interinstitucional 

6.	 Capacitación en materia de derechos humanos

Más allá de los discursos y las intenciones, las políticas públicas y 
los presupuestos nos permiten tener un mapa sobre las prioridades 
gubernamentales que es legible a partir del análisis de la rendición de 
cuentas y los mecanismos de transparencia. La siguiente pregunta, resulta 
casi evidente: a partir del análisis de las políticas públicas y los presupuestos 
en México ¿resultan los derechos humanos una prioridad? Por la forma 
en cómo se ha articulado institucionalmente dicho “mapa” obtener una 
respuesta no es una tarea sencilla.

8	 Los elementos institucionales (o elementos esenciales) son componentes de los derechos que han 
sido desarrollados –prioritaria, pero no exclusivamente- en los Comentarios Generales del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC) y por las relatorías de la ONU. En 
el caso del derecho a la salud, por ejemplo, el Comité DESC identifica los elementos esenciales de 
accesibilidad, aceptabilidad, adaptabilidad, calidad y disponibilidad.
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De las leyes a las prácticas: informar sobre derechos humanos o 
informar con perspectiva de derechos humanos

Para convertirse en directrices públicas se requiere que los derechos humanos 
se incorporen como elemento transversal en la planificación gubernamental. A 
nivel macro, dicha planificación se encuentra explícita en el Plan Nacional de 
Desarrollo (PND). En México, a pesar de la reforma constitucional, la elaboración 
del PND continúo con las inercias de planificación anteriores. Si bien el actual 
PND reconoce el “potencial transformador” de la reforma en materia de derechos 
humanos, éstos se redujeron a una política sectorial sin efectos transversales 
reales y sin romper con inercias de planificación como vincular los derechos 
humanos y la identificación de grupos vulnerables bajo la lógica del capital 
humano, principal eje articulador del PND 2006-2012 (Vázquez y Espinosa, 2015). 
En un nivel de política pública meso, la Secretaría de Gobernación ha creado 
la Dirección de Implementación y Seguimiento de la Reforma Constitucional 
en Derechos Humanos que se ha preocupado por elaborar lineamientos 
para el diseño de política pública con enfoque de derechos humanos,9 sin 
embargo, se requiere de un mayor esfuerzo de planificación estructural y 
evaluación programática. Por ejemplo, la evaluación a los programas públicos 
gubernamentales se sigue realizando a partir del contraste de sus objetivos 
con sus resultados sin el menor énfasis a la identificación del cumplimiento de 
obligaciones en materia de derechos humanos a las que deberían contribuir. 
Mientras los derechos humanos no representen, efectivamente, la directriz 
estatal para orientar las decisiones gubernamentales, la posibilidad de su 
cumplimiento y ejercicio resulta fortuita.10

La incorporación transversal de los derechos humanos en el actuar 
gubernamental requiere, como señalamos anteriormente, que la gestión 
de los recursos públicos esté sujeta a los principios y obligaciones del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. El primer paso supone 
contar con información suficiente que permita saber si los gobiernos 
están cumpliendo con dichas obligaciones. Existen dos instrumentos que 
evalúan la disponibilidad y calidad de la información presupuestaria 
que se publica en México: por un lado, el Índice Latinoamericano de 
Transparencia Presupuestaria (ILTP) que se compone de una encuesta 

9	 Ver: Secretaría de Gobernación (2014). Manual y protocolo para la elaboración de políticas públicas de 
derechos humanos conforme a los nuevos principios constitucionales: Programando con Perspectiva 
de Derechos Humanos en México, México. Disponible en línea (enero de 2016): 
http://www.gobernacion.gob.mx/work/models/SEGOB/Resource/1832/3/images/6_MANUAL_Y_
PROTOCOLO_Version_Final_24-jul-14.pdf

10	En el libro “Del pesimismo a la esperanza: los derechos humanos en América Latina” se concluye 
que para que el impacto en el disfrute de los derechos humanos por parte de la sociedad sea mayor, 
es indispensable que la institucionalización de los mismos sea más integral, es decir, que las normas 
de derechos humanos se difundan y operen más allá del marco jurídico del Estado e impregnen las 
políticas públicas (Ansolabehere, Valdés y Vázquez, 2015).
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que se aplica a las y los expertos en análisis presupuestario de distintos 
países latinoamericanos y que se complementa con una Guía formal sobre 
la disponibilidad y exhaustividad de la información presupuestaria en cada 
país. Dicho índice se realizó cada dos años (de 2003 a 2011) e identifica 15 
variables presupuestarias11 con el objetivo de incidir en que los gobiernos 
evaluados adopten las mejores prácticas en los ámbitos de transparencia, 
rendición de cuentas y participación en el presupuesto público. 

Esa primera experiencia latinoamericana sirvió de inspiración para que 
el International Budget Partnership (IBP) implementara, a partir de 2006, 
el Índice de Presupuesto Abierto (Open Budget Index—OBI). Este índice 
mide la disponibilidad de los ocho documentos que el IBP identifica como 
los documentos básicos que los gobiernos tienen que publicar para ser 
transparentes. En su última edición (2015) el OBI tuvo una cobertura de 
102 países en los cinco continentes.

Ambos índices, el ILTP y el OBI han servido a organizaciones de la sociedad 
civil de distintos países para establecer líneas de trabajo con sus gobiernos 
para abrir información presupuestaria que, de otra manera, quizá no estaría 
disponible para la ciudadanía. Sin embargo, aunque la publicación de 
más y mejor información presupuestaria supone un paso adelante en la 
construcción de un país democrático y habilita la participación ciudadana 
en los procesos del gobierno, para que la ciudadanía pueda conocer mejor 
cómo es que los Estados cumplen o no con sus obligaciones de derechos 
humanos, se requiere que la información presupuestaria tenga ciertas 
características que permitan monitorear dicho cumplimiento.

Entre los trabajos de incidencia que han buscado generar y ordenar 
información presupuestaria que permita conocer el avance de los derechos 
humanos destacan la metodología generada por Unicef para conocer la 
proporción de los recursos públicos que el Gobierno Federal mexicano 
destina a los niños, niñas y adolescentes en el país, y el ejercicio realizado 
por Fundar en el marco de la Alianza para el Gobierno Abierto (AGA),12 

11	En la metodología de 2011 se utilizaron las siguientes variables: participación ciudadana en 
el presupuesto, atribuciones y participación del legislativo en el presupuesto, confianza en la 
información, cambios del presupuesto, asignación del presupuesto, fiscalización del presupuesto, 
evaluación de la contraloría interna, capacidades de los órganos de control externo, rendición de 
cuentas, control sobre funcionarios federales, gobiernos subnacionales, información sobre deuda, 
impacto del gasto y evaluación del desempeño, y el estado de las leyes de acceso a la información (que 
solo se aplica en los países que cuenten con este tipo de leyes) (ILTP, 2011: 6). 

12	La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA) es una plataforma internacional impulsada inicialmente 
por 8 países que, desde 2011 busca que los gobiernos rindan cuentas, sean más abiertos y mejoraren 
la capacidad de respuesta hacia sus ciudadanos. AGA cuenta hoy con la participación de 63 países. 
El método de trabajo surge del establecimiento de compromisos de avance que el gobierno realiza en 
colaboración con la sociedad civil para desarrollar e implementar reformas en torno al concepto de 
gobierno abierto. Más información en http://www.opengovpartnership.org/es
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para identificar la información presupuestaria que permitiera valorar 
los esfuerzos del Estado mexicano para cumplir con sus obligaciones de 
derechos humanos.

La metodología de Unicef partió de la identificación de los programas 
presupuestarios con recursos previstos para cumplir con los derechos 
de la niñez a partir del cumplimiento de las obligaciones de promover y 
garantizar los derechos de la niñez. (Unicef, 2011: 10). Con los programas 
ya identificados, Unicef realizó una clasificación a partir de los cuatro 
grupos de derechos fundamentales establecidos en la Convención sobre los 
Derechos del Niño: a la supervivencia, al desarrollo pleno, a la protección 
y a la participación. Esa clasificación la desagregaron en una clasificación 
temática en la que incluyeron derechos como salud, vivienda, alimentación, 
etc., que después desglosaron en subtemas (para el caso de salud dividieron 
en servicios de salud a la comunidad, a la persona, y seguros de salud) 
(Ver Cuadro I).

Cuadro I. Desagregación de los derechos de la niñez

Clasificación por derechos  
de la niñez Clasificación temática Subtemas

Derecho a la supervivencia Salud Servicios de salud a la 
comunidad
Servicios de salud a la 
persona
Seguros de salud

Vivienda e infraestructura
Alimentación y nutrición
Asistencia social Prestaciones sociales

Grupos vulnerables
Otros apoyos asistenciales

Derecho al desarrollo Educación Educación básica
Educación media superior
Educación superior
Posgrado

Deportes, recreación y cultura
Urbanización y desarrollo regional

Derecho a la protección Protección contra el abuso, violencia, 
explotación y discriminación

Prevención

Atención
Acceso a la justicia

Derecho a la participación Información
Medios masivos de comunicación
Participación ciudadana

Fuente:	 Unicef-México, (2011). Inversión pública en la infancia y la adolescencia en México, Versión 
actualizada 2008-2011. P. 10.
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A partir de esta clasificación determinaron los mecanismos mediante los 
cuales se invierte en la infancia. Por último, Unicef utilizó un ponderador 
para conocer la parte de cada programa destinado a la infancia. A partir de 
esta metodología, Unicef encuentra que en el periodo 2008-2011 el Gobierno 
Federal mexicano destinó 780,888 millones de pesos promedio al año para 
los niños, niñas y adolescentes, lo cual equivale a 5.85% del PIB del país y 
es similar a lo que gastan otros gobiernos de la región latinoamericana en 
la infancia y la adolescencia. Este organismo internacional concluye que 
“sería deseable que la parte del presupuesto enfocada a la atención de 
niños, niñas y adolescentes estuviera etiquetada para que fuera fácilmente 
identificable” (UNICEF, 2011: 26).

Fundar realizó, en el marco de la AGA, una propuesta para identificar la 
información presupuestaria que permitiera valorar los esfuerzos del Estado 
mexicano para cumplir con sus obligaciones de derechos humanos. Dicha 
información tendría que incluir los recursos presupuestarios dirigidos a los 
distintos grupos de población beneficiados y sus impactos e información que 
permitiera evaluar los recursos dirigidos a temas sensibles y prioritarios.

Durante las sesiones de trabajo con la Secretaría de Gobernación (SEGOB) 
y el Instituto Nacional de Migración (INM), en el marco de AGA, se 
decidió que en un primer momento se podría hacer un ejercicio piloto con 
el grupo de población de las personas migrantes y con la conformación 
de un anexo técnico para el presupuesto de egresos de la federación que 
estuviera inspirado en el trabajo de Unicef. Para realizar este trabajo, el 
primer esfuerzo fue identificar las partidas presupuestarias del presupuesto 
del INM con recursos asignados para atender a las personas migrantes 
(preponderantemente a quienes se trasladan desde América Central y del 
Sur hacia Estados Unidos de América, es decir para los transmigrantes). 
En las distintas reuniones de trabajo entre el INM y las y los investigadores 
de Fundar se analizaron los programas (que más bien describen acciones) 
que dentro del INM buscaran beneficiar a este grupo de población. Una 
vez terminado el proceso, Fundar identificó la proporción del presupuesto 
del INM que se erogó, durante 2011, para la protección de los derechos 
humanos de las y los migrantes (Córdova, 2011: 7). De manera similar a 
lo que se concluye en el documento de Unicef, Fundar recomienda que los 
recursos presupuestarios sean etiquetados para conocer qué proporción de 
ese gasto se destina a la protección de los derechos humanos de los migrantes 
y sus familias: el cálculo preliminar del documento es que, durante 2011, 
el INM destinó el 1.0% directamente a la toda la población migrante (en 
alimentación, atención médica y guías informativas) (Córdova, 2011: 16). 
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Rendir cuentas incorporando los derechos humanos requiere hacer una serie 
de modificaciones para incorporar un nuevo lenguaje a los instrumentos de 
planeación, gestión y evaluación de las políticas y los presupuestos públicos. 
Es necesario incorporar una serie de características a la información en los 
documentos públicos como desagregarla por sexo (e idealmente género), 
edad, raza, etnia, identidad cultural, situación geográfica, tipo de comunidad 
(urbana, semiurbana, semirural, rural), entre otra. Además, la información 
presupuestaria también debe permitir conocer las interrelaciones entre 
derechos y la medición de los elementos de cada derecho que deben cumplirse 
para que otros puedan ser ejercidos.13 Tarea que, como mencionamos al 
iniciar este artículo, no resulta ni técnica ni políticamente sencilla. 

Conclusiones

La estructura de la mayoría de la información que se produce y publica 
sobre el presupuesto y las políticas públicas en México no está diseñada para 
conocer cómo avanza el gobierno en el cumplimiento de sus obligaciones de 
derechos humanos. A pesar de los cambios que se han realizado, por ejemplo, 
en el sistema presupuestario mexicano, y que pueden describirse a grandes 
rasgos como el tránsito hacia un presupuesto basado en resultados, todavía 
existen una serie de inercias en la forma en la que se planea, programa y 
presupuesta el gasto público que no permiten visibilizar las modificaciones 
que se han hecho a las políticas y programas del gobierno en la información 
presupuestaria. 

Estas inercias pueden observarse, por ejemplo, en la integración de la 
clasificación funcional del presupuesto. En dicha herramienta de planeación 
hay un problema en la integración de los derechos humanos dentro de la 
estructura administrativa y presupuestaria. Por ejemplo, si observamos 
la estructura programática federal vemos que existe la Subfunción 1.2.4 
“Derechos humanos” dentro de la Función 1.2 “Justicia” y la Finalidad 
1 “Gobierno”. Lo anterior es un ejemplo de cómo el Estado mexicano ha 
clasificado los derechos humanos desde una lógica administrativa y como 
parte de sus funciones de justicia y gobierno, es decir, desde una perspectiva 
legal acotada que no reconoce la provisión de bienes y servicios como parte 
de la garantía de los derechos. Lejos de ser la excepción, dicha lógica es la 
norma en el tratamiento que dan los gobiernos a los derechos humanos 
en las políticas y los presupuestos públicos: en lugar de entender que una 
de sus funciones primordiales es garantizar los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales, culturales y ambientales, lo que hacen los Estados 
es agruparlos como otra de sus funciones.

13	En el marco de la metodología de desempaque de derechos humanos, los elementos esenciales son 
equiparados con los elementos institucionales que son, al menos, accesibilidad, disponibilidad, 
aceptabilidad y adaptabilidad. 



La rendición de cuentas desde la perspectiva de los derechos humanos

23

Por tanto, cuando se parte de la idea de que para implementar políticas 
públicas con perspectiva de derechos humanos es necesario incluirlos 
como parte fundamental o primordial de las funciones del Estado, se 
tienen que encontrar los mecanismos e implicaciones que existen entre la 
implementación de políticas públicas para su garantía y las consecuencias 
en los demás derechos reconocidos por las leyes.

A pesar de que el Estado mexicano ha incorporado a los tratados 
internacionales de derechos humanos como parte de su legislación y 
principios como la interpretación conforme y el principio pro personae 
dentro de la Constitución, lo cierto es que la estructura burocrática que 
puede observarse a partir del análisis de la información presupuestaria y 
de políticas públicas no ha tenido las consecuentes modificaciones.

Las modificaciones legales no se han visto materializadas en políticas públicas 
con perspectiva de derechos humanos y, menos aún, en presupuestos que 
busquen materializar explícitamente derechos humanos. Por el contrario, la 
racionalidad imperante tras las políticas públicas en México sigue siendo la 
eficiencia, eficacia y economía en la adquisición de los insumos sin tomar 
en consideración otros elementos como la pertinencia, la subsidiariedad o 
las obligaciones del Artículo 2 del PIDESC: usar el máximo de los recursos 
disponibles para avanzar progresivamente y sin regresiones en el avance 
de los derechos humanos, sin discriminación de ningún tipo.

En México el reto no se encuentra ya en que el Estado reconozca su obligación 
en materia de derechos humanos y lo incorpore como parte de su normativa, 
nos encontramos ante un grave problema de gestión que técnicamente 
requiere mediaciones para cumplir con aquellos compromisos asumidos 
y, ante todo, con el cuestionamiento en el ámbito ético que se devela en 
las decisiones sobre política pública y la asignación presupuestaria y que 
le permite al servicio público, en todos los niveles, preguntarse sobre su 
compromiso real con el cumplimiento y ejercicio de los derechos humanos.
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Introducción
Las democracias modernas están en crisis. La revista The Economist (2014) 
publicó recientemente un ensayo sobre el desencanto de los ciudadanos 
con la democracia, culpando al excesivo énfasis en los resultados de los 
procesos electorales por encima de otros factores igualmente importantes. 
La garantía de las libertades individuales, la delimitación de los poderes 
del Estado, la consolidación de un sistema financiero fuerte y el 
fortalecimiento de las instituciones públicas son algunas de esas deudas. 

Trabajos demoscópicos en diferentes países son muestra no sólo la 
desaprobación ciudadana al funcionamiento de la democracia, sino 
también de su tendencia creciente en la última década. Al comparar 
los datos más recientes de las encuestas Barómetro en Europa (2015), 
América Latina (2015) y África (2014-2015) es posible observar que el 
comportamiento de esta variable es disímil en las diferentes democracias 
jóvenes y maduras de cada región. En promedio, el 37% de los 
latinoamericanos afirma sentirse satisfecho con el funcionamiento de 
la democracia, cifra que en Europa alcanza el 59% y en África el 49%.1 

Pippa Norris señala que existen tres dimensiones de apoyo a un sistema 
político: el régimen, las autoridades y los actores y comunidad. Para 
la primera de éstas, las encuestas de opinión pública evidencian una 
paradoja. Si bien la ciudadanía apoya las reglas de juego del sistema 
democrático, la forma en cómo éstas funcionan aún requieren ajustes que 
garanticen su legitimidad. Analizando los datos en el tema, el consejero 
electoral Yuri Beltrán (2015) enfatiza que “el problema fundamental no es 
el apoyo a los principios y valores democráticos sino la insatisfacción con 
el desempeño de la democracia”. 

Otros autores han estudiado las dos dimensiones restantes con el fin de 
entender aquellos obstáculos que socavan la legitimidad de la democracia 
como régimen político. Pereira (2000) afirma que “no se puede hablar de 
la constitución de bases legítimas y estables para la democracia en un 
escenario de crisis de confianza en la política y sus instituciones”. El trabajo 
de Dalton (2005) muestra el paulatino debilitamiento del apoyo a las 
principales instituciones democráticas: el poder ejecutivo, los tribunales, 
la policía y los partidos políticos. Asimismo, analizando los niveles de 
confianza en las instituciones públicas de diferentes países, Newton y 
Norris (1999) y Norris (2002) advierten sobre su constante disminución 
desde la década de los 80, así como la baja participación ciudadana en 
diferentes procesos políticos. 

1	 Para ver a profundidad datos de los países revisar el anexo 1. 
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Algunos autores afirman que esta erosión de la confianza ciudadana 
se traslada incluso a las instituciones privadas, siendo indicativa de 
un malestar social y político mayor. (Lipset y Schneider, 1983; Dogan, 
1994 y Putnam, 2000). En el tema, Hardt y Negri (2004) advierten 
sobre la incompatibilidad entre las instituciones políticas de hoy y la 
gobernabilidad de las sociedades. Por lo anterior, citando a Habermas, 
Rubiños (2015) señala que ante la ausencia de la ‘legitimidad de origen’, 
las instituciones públicas deben adecuarse a “los valores constitutivos de 
la identidad de las sociedades”, garantizando con ello una ‘legitimidad 
de ejercicio’. 

Sin embargo, el proceso democrático no es un camino que deba recorrer 
solo el Estado. El buen funcionamiento de la democracia requiere de una 
estrecha interacción entre sus principales actores: los ciudadanos y las 
instituciones. La confianza en las instituciones es un indicador de cohesión 
social y de integración sistémica de las sociedades, así como es reflejo de 
la funcionalidad democrática en los países. Las acciones conjuntas como 
fuente de desarrollo, basadas en los términos de la confianza, ofrecen 
mayor certidumbre a los ciudadanos y son el motor de sociedades más 
democráticas. Al hablar sobre la confianza en el gobierno, Miller (1974) 
aclara que “un sistema político no puede sobrevivir por largo tiempo sin 
el apoyo de la mayoría de sus ciudadanos”. 

Confianza. Importancia de su medición 

Los ejercicios demoscópicos permiten identificar aquellos temas que 
son más relevantes en una sociedad, así como rastrear las percepciones 
y actitudes respecto a diferentes issues. La información recolectada en 
encuestas sobre los niveles de confianza ciudadana en las instituciones 
democráticas puede llegar a ser un valioso recurso ‘argumentativo’ de 
la política pública. El mejor desarrollo democrático solo es posible al 
identificar aquellas disruptivas en la confianza ciudadana, con el fin de 
corregirlas. Hernández (2015) afirma que “una institución que no goza de 
confianza y una persona que no confía son polos de una misma carencia. 
Ni la primera puede desempeñarse con altura ni la segunda puede 
esforzarse con entusiasmo”. 

Newton y Norris (1999) explican que la falta de confianza ciudadana 
en las instituciones es una amenaza mayor para la democracia que la 
desconfianza en otras personas de la comunidad, o incluso en los políticos. 
Esta amenaza se debe a que el apoyo ciudadano a las autoridades y actores 
de un sistema político es la dimensión con mayor volatilidad en la opinión 
pública. La percepción que tienen los ciudadanos sobre las instituciones, 
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como el conjunto de normas -formales e informales- que determinan el 
comportamiento social, afecta la estabilidad de la democracia. Por lo 
anterior, la medición de la confianza ciudadana es una herramienta útil 
para garantizar la ‘legitimidad de ejercicio’ de estos actores. 

Autores como Giddens (1990) y Seligman (1997) argumentan que la 
confianza en las instituciones democráticas es el factor más importante 
para la estabilidad política de las sociedades modernas. Si los gobiernos se 
respaldan en el apoyo ciudadano, esto promueve la creación y continuidad 
de un círculo virtuoso de funcionalidad democrática. Mientras éste no 
sea el escenario, el gobierno deberá recurrir a un mayor uso de la fuerza 
pública para hacer cumplir la ley, se incrementará la polarización política, 
se reducirán el número de proyectos sociales, así como se continuará 
debilitando el apoyo ciudadano a la democracia. 

En su trabajo sobre la sociedad americana, Putnam (2000) habla de un 
concepto de confianza que depositamos en personas que van más allá de 
nuestro entorno más cercano: thin trust. Esta confianza se relaciona con 
las conexiones (sociales, institucionales, políticas) de la comunidad, de 
esta forma, si se alteran esas relaciones también así el nivel de confianza. 
En el tema, Durand (2006) afirma que: “la confianza permite, entre otras 
cosas, que se realicen inversiones, se denuncien los delitos, se paguen los 
impuestos, se acuda a votar, se respalden las decisiones, se trabaje con 
ahínco y se crea en el futuro.” 

Algunas explicaciones sobre la desconfianza

La literatura en el tema coincide en que la confianza en las instituciones es 
una condición necesaria para el buen funcionamiento de las democracias 
modernas. Rubiños (2015) explica que esta confianza está asociada 
a una buena reputación de las instituciones. La autora cita diversos 
investigadores que analizan los beneficios que implican una ‘buena 
reputación’ para los gobiernos, tales como el incremento de la actividad 
económica y/o la recuperación de ciudadanos identificados con las 
instituciones. Si bien el círculo virtuoso parece un camino ineludible en 
un régimen democrático, los datos son desalentadores. La desconfianza 
es una tendencia generalizada en la opinión pública de los países del 
mundo, cuestionando el trabajo de actores e instituciones que deberían 
garantizar una ‘buena reputación’ para el sistema democrático. 

Paramio (1998) y Stevenson y Wolfers (2011) afirman que los cambios 
económicos son los principales causantes de la desconfianza política, 
debido a las expectativas frustradas de los ciudadanos. En el trabajo de 
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Paramio (1998) se analiza además la paulatina ‘des-identificación’ de los 
ciudadanos, vinculándola a las estrategias electorales de corto plazo de 
los partidos políticos. Asimismo, los autores americanos afirman que la 
confianza en las instituciones públicas en Estados Unidos se ha reducido 
aceleradamente por las más recientes crisis económicas del país. 

Una revisión de la literatura en el tema permite resumir las explicaciones 
sobre la desconfianza ciudadana en 3 grandes opciones:

-	 Las crisis económicas durante la última década. Recientes estudios 
de la OECD y el Banco Mundial alertan sobre el bajo desempeño de 
la economía latinoamericana. México no es ajeno a esta tendencia 
y su crecimiento económico ha sido menor al esperado por las 
instituciones oficiales. 

-	 La caída en la evaluación ética del trabajo y comportamiento de los 
actores e instituciones políticas. Las peores evaluaciones pueden 
explicarse en los mejores niveles formativos de la ciudadanía 
(Parker et.al., 2008) y/o en la percepción de corrupción de la 
administración del país (Levi, 1996).

-	 Los medios como el canal de comunicación más importante 
entre el gobierno y la ciudadanía juegan un papel esencial en 
la construcción de la opinión pública. El manejo y difusión de 
la información ha sido una herramienta crucial para la (des) 
comunicación política entre ciudadanos y representantes. 

Confianza en las instituciones: el Mundo

Diversas investigaciones citadas en este artículo analizan datos sobre la 
confianza en instituciones democráticas de diferentes países. Trabajos 
demoscópicos tales como el Barómetro de Confianza de Edelman, la 
Encuesta Mundial de Valores (WVS, por sus siglas en inglés) y los 
Barómetros regionales son los más importantes ejercicios internacionales 
para recolectar información en el tema. Asimismo, casas encuestadoras 
en Estados Unidos, América Latina y la Comunidad Europea han hecho 
esfuerzos para monitorear las tendencias, a nivel local, del comportamiento 
de la confianza ciudadana. 

El Barómetro de Confianza de Edelman es una herramienta muy útil 
para tomadores de decisión e investigadores en múltiples sectores. 
Con cada versión de este ejercicio, la empresa investigadora construye 
un índice resultado del promedio de las respuestas de confianza en 4 
áreas: negocios, gobierno, medios de comunicación y ONG’s. De su más 
reciente informe (2013) destacan los siguientes países: entre los trusters 
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están China, México e India; entre los neutrals están Brasil, Alemania y 
Estados Unidos; y entre los distrusters están Rusia, España y Argentina. 
Además de éstos, los datos advierten sobre la falta de confianza global en 
los bancos y servicios financieros, así como el incremento en la confianza 
en expertos técnicos y en sus relaciones interpersonales.2 

La WVS estudia las cambiantes percepciones del público en diferentes 
temas, así como el impacto de estas opiniones en su vida política y 
social. Esta fuente de datos es una de las más socorridas por consultores 
políticos e intelectuales debido a su extensa información, temporalidad y 
cobertura. En su más reciente versión (2010-2014), los datos muestran que 
son los países asiáticos los de más altos niveles de confianza ciudadana, 
totalmente opuesto los resultados obtenidos en América o Europa.3 En 
un análisis más profundo de esta fuente de información, el investigador 
In Do Hwang (2015) confirma “that institutional trust is most robustly 
related to the economic growth (… and) also establishes a causal link 
from institutional trust to growth using panel data in 46 countries”.

Los barómetros regionales son mediciones que logran el mismo objetivo 
que otras encuestas sociales como la WVS. Una de sus mayores riquezas 
radica en la posibilidad de especialización en cuestiones sociales, políticas 
y económicas específicas de cada país. Los cuestionarios tienen una 
estructura común pero pueden agregar o quitar algunas preguntas según 
el contexto local. Los datos más recientes de estos trabajos regionales 
corroboran los resultados de otras encuestas. Los países asiáticos son los 
de más altos niveles de confianza ciudadana, en contraste a una América 
Latina más apática a sus instituciones democráticas.4

Finalmente, cabe destacar la encuesta global de la empresa Gallup en los 
Estados Unidos. Este ejercicio mide los niveles de apoyo ciudadano a 
instituciones públicas y privadas así como la percepción de corrupción en 
éstas, hasta en 155 países del mundo. Los datos resultantes son agregados 
en un Índice Nacional de Instituciones. De acuerdo a la información más 
reciente de esta encuesta (2011), la confianza ciudadana en los gobiernos 
nacionales y el sector financiero ha caído dramáticamente en los últimos 
años. Según el índice, los países nórdicos tienen los mayores niveles 
de confianza ciudadana en sus instituciones, mientras que Hungría, 
República Checa y Corea son los más bajos.5

2	 Para ver a mayor detalle los resultados globales del Índice de Confianza de Edelman, ver Anexo 2. 
3	 Para ver a mayor detalle los resultados de la más reciente ola de la WVS, ver Anexo 3.
4	 Para ver a mayor detalle los resultados de los datos más recientes de los barómetros regionales, ver 

Anexo 4.
5	 Para ver a mayor detalle los resultados de la más reciente versión de la Gallup World Poll, ver Anexo 5.
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Confianza en las instituciones públicas en México

Diversas casas encuestadoras mexicanas miden la confianza de los 
ciudadanos en instituciones públicas y privadas. Un reciente estudio del 
Gabinete de Comunicación Estratégica, GCE (2015) afirma que 8 de cada 
10 mexicanos son desconfiados respecto al trabajo de las instituciones. 
Entre las más confiables están las universidades, la Marina y la Iglesia, 
mientras que las peores son los partidos políticos, los sindicatos y la policía 
municipal. Estos resultados corroboran datos del Centro de Estudios 
Sociales y de Opinión Pública, CESOP (2014), que además señalan 
una fuerte caída en los niveles de confianza en el Ejército, la Marina, el 
Presidente de la República, los gobernadores y los partidos políticos. 
El periódico Reforma (2015) confirma estos resultados, sumando a la 
Suprema Corte de Justicia entre los peor calificados por los mexicanos.

La casa encuestadora Consulta Mitofsky (2015) recientemente midió la 
confianza de los mexicanos en 17 diferentes instituciones. Este estudio 
señala que el 2015 se destaca como el año con más bajo nivel de confianza 
ciudadana, especialmente preocupante para los partidos políticos 
quienes llevan dos años consecutivos en la misma posición. Respecto 
a estos actores, un trabajo reciente de la casa encuestadora Parametría 
(2015) afirma que el Partido de Acción Nacional (PAN) es el único partido 
político con una opinión pública efectiva positiva. En esta radiografía, 
los peor calificados son Nueva Alianza (NA), el Partido Revolucionario 
Institucional (PRI) y el Partido de la Revolución Democrática (PRD).

Si bien existen ejercicios de medición, la literatura en el tema cuenta con 
poca evidencia empírica respecto a los determinantes o diferencias en los 
niveles de confianza en el país. Esta investigación nace con el objetivo de 
llenar este vacío. Este trabajo describe las principales diferencias entre los 
estados de México respecto al nivel de confianza ciudadana en diversos 
actores e instituciones. A la vez que identifica aquellos rasgos socio-
demográficos y opiniones que muestran alguna relación con la forma en 
cómo los mexicanos evalúan sus instituciones. 

Metodología

La casa encuestadora Parametría realiza cada 2 años un ejercicio 
demoscópico de muy amplia envergadura. Este trabajo llamado Parámetro 
Estatal 32 es un esfuerzo de medición e investigación que, desde el año 
2007, recolecta información sobre la opinión y comportamiento de más 
de 12 mil mexicanos encuestados. Este ejercicio no solo ofrece datos con 
representatividad nacional, sino que su muestra garantiza también la 
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representatividad estatal. Cabe destacar que esta encuestadora realiza 
una medición nacional mensual con el fin de rastrear tendencias y/o 
registrar cambios en la opinión pública ante alguna coyuntura, así como 
promueve la investigación social y metodológica. 

En cada versión de este ejercicio se les pregunta a los encuestados sobre 
su confianza en 40 diferentes instituciones y actores (públicos y privados). 
Para facilitar el análisis de la información en este artículo, se construyeron 
5 grandes grupos conformados: 

•	 Contexto Social: iglesia católica, sacerdotes, maestros, familiares 
y amigos. 

•	 Organismos Autónomos: CNDH, INE, IEE y los Sindicatos. 

•	 Sector público: partidos políticos, Ejército y Marina, Presidencia 
de la República, gobierno de su estado y municipio, diputados 
locales y federales, Suprema Corte de Justicia, los 3 niveles de 
policías, IMSS, ISSTE, PEMEX, INFONAVIT, CFE.

•	 Sector privado: Noticieros TV, periódicos, los empresarios, 
bancos, Telcel, Bimbo, CEMEX, Coca Cola, Walmart y Elektra.

Para obtener la opinión de los ciudadanos por grupo, se sumó todas las 
respuestas respecto a cada institución y subsecuentemente se reclasificó 
la sumatoria. En este nuevo ordenamiento, los mexicanos que dicen 
confiar son aquellos que aprueban a la mitad más uno de las instituciones 
incluidas en el grupo. Asimismo, este trabajo realizó pruebas estadísticas de 
correlación entre las características socio demográficas de los encuestados 
y su nivel de confianza para identificar los factores significativamente 
relacionados. A continuación se presentan algunos de los principales 
resultados de este trabajo.

Principales resultados

De forma general, el contexto social es el grupo de análisis con más altos 
niveles de confianza ciudadana en México. El sector público se ubica en 
la última posición, corroborando los hallazgos de otras investigaciones 
ya citadas. Los casos más preocupantes de desconfianza en este grupo 
son los estados de Guerrero, Morelos y Tabasco. Guerrero y Morelos son 
además los estados con más altos niveles de desconfianza ciudadana 
general, con excepción del contexto social donde la Ciudad de México y 
Tamaulipas registran los mayores niveles. En contraste, pero sin superar 
el 40% de los encuestados, Durango, Coahuila y Puebla son los estados de 
mayor confianza ciudadana en el sector público. 
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Gráfica 1. Porcentaje de población que confía en 4 diferentes grupos de 
instituciones y actores según el estado, México, 2016. 

Fuente: Elaboración propia. Parametría S.A. de C.V. Parámetro Estatal 32, 2015.

De las instituciones y actores pertenecientes al grupo de contexto social, los 
amigos y familiares es el que registra los más altos niveles de confianza 
entre los mexicanos. La iglesia se posiciona como la segunda instancia 
más confiable, especialmente en los estados de Yucatán y Guanajuato. 
Mientras que el bajo nivel de confianza en los maestros alcanza su punto 
máximo en Quintana Roo y Tamaulipas. 

Respecto al grupo de organismos autónomos destaca su bajo nivel de 
apoyo ciudadano en todo el país. Mientras que la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos es la instancia en la que más confían los mexicanos, 
los sindicatos se mantienen en el último lugar. Los noticieros de televisión 
son el actor privado en el que más confían los mexicanos. En contraste, 
las empresas son el grupo de mayor desconfianza, especialmente Telcel 
y Elektra. 

En cuanto al grupo del sector público, los partidos políticos y los funcionarios 
políticos son las instancias con los mayores niveles de desconfianza en 
el país. En este descontento se destacan el estado de Aguascalientes y 
la Ciudad de México. Asimismo, Guerrero es el estado con el más bajo 
nivel de confianza ciudadana en el sistema de justicia y el desempeño 
de los funcionarios de éste. Por otro lado, el Ejército y la Marina se 
mantienen como las instituciones públicas de mayor apoyo ciudadano. 
Baja California Sur y Nayarit son los estados que más confían en estas 
instituciones, contrario a los datos en Yucatán y Quintana Roo.6 

6	 Para conocer a mayor profundidad estas diferencias por estado, solicitarlo a cualquiera de los dos 
autores. 
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Este trabajo identificó además qué características y/u opiniones de los 
mexicanos están significativamente correlacionados con la confianza en 
las instituciones. Con este fin se hicieron sencillas pruebas estadísticas 
entre los niveles de confianza de cada grupo y dos conjuntos de variables 
diferentes. Por un lado se probaron algunos rasgos socio-demográficos 
de los encuestados, y por el otro, los niveles de confianza en diferentes 
instituciones y actores que conforman la vida democrática de nuestras 
sociedades. 

Cuadro 1. Coeficientes de correlación entre variables socio-demográficas y 
niveles de confianza en actores e instituciones en México, 2016

Tau-b de Kendall. 
**Relación significativa al 95% del nivel de confianza estadística. * Relación significativa al 90% 

del nivel de confianza estadística.
Fuente: Elaboración propia. Parametría S.A. de C.V. Parámetro Estatal, 2015.

Los datos resumidos en el cuadro 1 muestran los coeficientes de correlación 
obtenidos para cada par de variables. Los niveles de confianza en cada 
grupo están correlacionados significativamente entre sí. Cabe destacar la 
fuerte asociación positiva entre la percepción ciudadana de los organismos 
autónomos y la confianza en el sector público. El nivel de ingresos es la 
única característica socio-demográfica que se relaciona con los niveles de 
confianza en todos los grupos de actores e instituciones analizados. 

Una mejor percepción de clase, altos ingresos y una mayor escolaridad 
juegan en contra de la confianza ciudadana en los actores del contexto social. 
La edad es la única variable socio-demográfica relacionada positivamente 
con el nivel de confianza en este grupo. Las asociaciones más altas se dan 
entre las opiniones sobre los diferentes grupos analizados. En el caso del 
contexto social, esta relación se presenta con el sector público.

El nivel de confianza en el sector público se relaciona positivamente con la 
percepción ciudadana de otros actores e instituciones, especialmente de los 
organismos autónomos. Mientras la escolaridad se asocia negativamente 
con la opinión sobre el sector público, la edad y los ingresos se relacionan 
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de forma positiva. Los niveles de confianza en el sector público y en los 
organismos autónomos tienen un comportamiento muy similar. La única 
diferencia es que la percepción de clase, y no la edad, es la característica 
socio-demográfica asociada a la opinión sobre organismos autónomos. 

Finalmente, el sector privado está relacionado solo con las variables de 
nivel socioeconómico individual. Mejor percepción de clase y mayores 
ingresos juegan a favor de la confianza en el sector privado. Cabe destacar 
que la asociación más alta de este grupo se presenta con la confianza en 
el sector público. 

Discusión final

Este ejercicio busca ser un primer paso en el análisis de la confianza de 
los mexicanos en las instituciones. Identificar aquellos factores objetivos 
del individuo, así como sus percepciones sobre diferentes actores e 
instituciones, nos da una primera luz sobre la más eficiente comunicación 
política con el fin de incrementar la confianza ciudadana. Putnam 
(2000) afirma que en escenarios de altos niveles de thin trust se reduce la 
ineficiencia en los acuerdos entre ciudadanos, culpa de la alta polarización 
política. El CESOP (2014) señala que en nuestra sociedad los niveles de 
confianza en las instituciones afectan las expectativas y forma en que nos 
relacionamos con ellas. 

Los resultados en México no son del todo alentadores para el sector 
público. No sólo son los actores e instituciones peor calificadas, sino que 
también su desempeño está estrechamente relacionado a otros lazos de 
confianza social. En otras palabras, la confianza en el desempeño de las 
instituciones públicas facilita la generación de un círculo virtuoso en el 
desempeño de otros actores e instituciones del sistema democrático. Trejo 
(2006) señala como trabajos prioritarios de las instituciones públicas: 
reconstruir la confianza ciudadana y recuperar su labor de formación 
política de los ciudadanos. 

Es importante que los partidos políticos en México intenten recuperar 
la confianza de la ciudadanía, pues son instituciones necesarias en 
el funcionamiento democrático. Si bien es cierto que en el país se han 
abierto otras formas de participación política, tal como las candidaturas 
independientes, los partidos siguen siendo un referente para incentivar 
y cristalizar tal participación. El GCE (2015) señala que en México los 
principios más importantes para ganarse la confianza ciudadana deben 
ser la responsabilidad y la honestidad.



Fr
an

ci
sc

o 
A

bu
nd

is
 L

un
a 

/ D
ia

na
 P

ao
la

 P
en

ag
os

 V
ás

qu
ez

Un vínculo de comunicación más efectivo entre las instituciones públicas y 
los ciudadanos es vital para la democracia moderna. Castells (2006) afirma 
que esta articulación es un elemento necesario para mejorar la calidad de 
la democracia y con ello la confianza en el sistema. La fuerte relación que 
señalan los resultados, entre la confianza en el sector público y los otros 
grupos analizados, son una muestra de la responsabilidad social de los 
actores e instituciones de este sector. En palabras de Fukuyama (1995), 
los lazos de confianza de una sociedad son la característica cultural más 
importante para el bienestar de los países. 

Anexos

Anexo 1. Satisfacción efectivaa con la democracia en diferentes países,  
	     2014-2015. 

a.	 La satisfacción efectiva se obtiene de la resta del porcentaje de satisfacción e insatisfacción 
con el funcionamiento de la democracia 

Fuente: Eurobarómetro 2015, Latinobarómetro 2015, Afrobarómetro 2014-2015. 
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Anexo 2. Índice de Confianza de Edelman, 2013. 

Fuente: 2013 Edelman Trust Barometer, Annual Global Study. 
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Anexo 3. Nivel de confianza en las instituciones democráticas* en 60  
	     países del mundo, 2010-2014.

* Porcentaje promedio de la suma de las respuestas “sí confía (mucho/algo)” en 10 instituciones: 
iglesia, fuerzas armadas, prensa, sindicatos, policía, parlamento, gobierno, partidos políticos, grandes 
empresas y sistema de justicia. 
Fuente: Elaboración propia con datos de la World Value Survey (2010-2014)

Anexo 4. Nivel de confianza en las instituciones democraticas* en 
diferentes países del mundo. 

* Porcentaje promedio de la suma de las respuestas “sí confía (mucho/algo)” en 6 instituciones: 
fuerzas armadas, policía, parlamento, gobierno, partidos políticos y sistema de justicia. 
Fuente: Elaboración propia con datos del Latinobarómetro (2014), Asiabarómetro (2007), Eurobarómetro 

(2015) y Afrobarómetro (2014-2015). 
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Anexo 5. Índice de confianza en las instituciones nacionales en países de 
la OECD, 2010. 

Fuente: OECD, (2011). “Social cohesion indicators” en Society at a glance: OECD social indicators. 
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HACIA LA INDUSTRIA MÁS 
TRANSPARENTE.

LA ADHESIÓN DE MÉXICO 
AL ESTÁNDAR DE 

TRANSPARENCIA DE LAS 
INDUSTRIAS EXTRACTIVAS 

(EITI)
Miriam Grunstein

Brilliant Energy

Este artículo versa sobre la importancia de  
la adopción de políticas de transparencia para la 
industria petrolera mexicana, que trascienden el 
ámbito exclusivo del derecho local. Ahora que 
México ha hecho una apertura muy significativa 
de la exploración y producción de sus 
hidrocarburos, es el momento correcto para que 
éste se adhiera a los estándares de transparencia 
de avanzada a nivel internacional. Este artículo 
discute la conveniencia y oportunidad de que 
México se sume al Estándar de Transparencia 
de las Industrias Extractivas (EITI).



M
ir

ia
m

 G
ru

ns
te

in
Abogada y Doctora en Letras Hispanas y Lusobrasileñas 
por la Universidad de Nueva York, E.E. U.U. La Dra. 
Miriam Grunstein es licenciada con mención honorífica en 
derecho por el Instituto Tecnológico Autónomo de México, 
licenciada en estudios latinoamericanos por la Universidad 
de Nuevo México y maestra y doctora de la escuela de 
ciencias y artes de New York University, también con la 
máxima mención honorífica. Su trayectoria dentro del sector 
energético inicia como Asesora personal del Comisionado 
Raúl Nocedal en la Comisión Reguladora de Energía, donde 
formó parte de importantes equipos de trabajo dedicados al 
análisis jurídico de disposiciones legales y reglamentarias 
en materia energética y administrativa; a la realización 
de instrumentos de regulación como Directivas y otros 
instrumentos contractuales como Términos y Condiciones 
Generales de Contratación y Condiciones Generales  
de Servicio para proyectos energéticos de gran escala (de 
Petróleos Mexicanos, Shell, Chevron-Texaco, Sempra); y a la 
elaboración de resoluciones para votación de la Comisión en 
materia de políticas de regulación energética.

 En la iniciativa privada, ha sido consultora jurídica externa 
de despachos nacionales e internacionales en donde ha 
tenido a su cargo proyectos de gran escala. En la actualidad, 
La Dra. Grunstein es dueña de su propia firma de consultoría 
“Brilliant Energy”, es profesora investigadora titular de la 
Universidad Autónoma de Nuevo León y Académica Afiliada 
del Mexico Center de James Baker III de Rice University. Ha 
sido distinguida con el premio Robert Cooter, otorgado por 
la Academia Mexicana de Derecho y Economía y el Premio 
Fernando Cuevas otorgado por la CEPAL. También fue 
galardonada con el reconcimiento del “Mérito Científico y 
Académico” por la revista Petróleo y Energía. 



Hacia la industria más transparente. La adhesión de México al Estándar de 
Transparencia de las Industrias Extractivas (EITI)

45

La industria petrolera (como actividad extractiva) se refleja en los ojos de 
quienes la observan. Pocas actividades desatan debates tan álgidos como 
las que se refieren a la explotación de los hidrocarburos. Salvadora para 
unos, y pérfida para otros, de esta industria brotan opiniones de todos los 
sectores económicos y sociales. Digamos, pues, que aunque se trate una 
actividad que involucra una gran complejidad técnica, económica, comercial, 
científica y geopolítica, la percepción de quienes la viven, o la comentan, 
puede tener un impacto importante en su devenir. 

Esto se debe a una diversidad de factores. El que consideramos dominante 
es la naturaleza pública de la propiedad de un recurso natural considerado 
“estratégico,” para el bienestar y fortalecimiento nacional, sin que esto sea 
cierto en todos los casos. El discurso político, en particular, ha promovido esta 
visión del petróleo como aquel recurso natural sobre el cual descansan los 
fundamentos de la soberanía nacional, cuando hay países sin hidrocarburos 
tan o más “soberanos” que los claman tener la fuerza gracias a ellos. Pero el 
enunciado “el petróleo es nuestro” ha repercutido en muchas bocas y lares 
en el planeta. Y si el petróleo es del pueblo, es éste último el que debe velar 
que se respete ese derecho de propiedad público, cuyas manifestaciones 
pueden ser muy etéreas. Muchos pueden decir que el “petróleo es suyo” 
pero menos pueden explicar de qué les sirve que lo sea.

Que el petróleo sea vivido como propio trae consigo otras implicaciones. 
Si se trata de una industria abierta a la participación privada, este derecho 
implica el correlativo a vigilar tanto a las empresas que lo explotan como 
al gobierno que les concede este derecho. Si es una empresa de Estado la 
que domina las operaciones, tal vez haya menos escrutinio por observarla 
pues se considera, de suyo, que ésta representa a la gente. Esta no pasa de 
ser una intuición errónea y muy peligrosa. La relación cerrada entre los 
gobiernos y la empresa estatal puede llevar a un despilfarro irrecuperable 
de los ingresos provenientes de un recurso natural no renovable. Así, pues, 
el escrutinio público sobre las operaciones petroleras es tan válido ya sea 
se trate de industrias con o menor inversión privada. 

Los argumentos recién expuestos pueden obedecer a derechos y razones pero 
también hay otros más viscerales. Thomas Wälde explica el antagonismo 
público que históricamente se ha manifestado en contra de las empresas 
petroleras. En palabras sencillas, Wälde, abogado y académico notable de esta 
industria, resalta la percepción tan compleja, y frecuentemente negativa, que 
tienen los habitantes de los países en desarrollo de las empresas petroleras. 
En palabras de Wälde, pareciera que estos invasores se llevan los recursos 
preciosos, sin dejar otra cosa atrás que no sean hoyos en la tierra.1 

1	 Ver Thomas Wälde, “Renegotiating acquired rights in the oil and gas industries: Industry and 
political cycles meet the rule of law,” en Journal of World Energy Law and Business, 2008, Vol. 1, 
No 1, p. 31. 
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La cuestión de la percepción tiene varios corolarios que tienen que ver con 
la información a la que tiene acceso la ciudadanía. Esta información puede 
venir por medio de mecanismos voluntarios que consisten, en lo principal, 
de políticas de relaciones públicas de las empresas mismas. A lo largo del 
tiempo, ha crecido la consciencia de que la percepción de estas últimas 
puede beneficiar o comprometer sus operaciones. De tal suerte, para las 
empresas (especialmente las más visibles y las que cotizan en los mercados 
bursátiles) es cada vez más prioritaria la inversión en difundir una imagen 
positiva de las mismas. Sin embargo, ello depende de la voluntad de cada 
empresa la cual podría tener menor o mayor interés en la construcción de 
una imagen. Así, algunas empresas pueden elegir ser más o menos visibles 
a través de sus políticas de comunicación social. 

Cuestión enteramente distinta es la que atañe a las políticas y medidas que 
trascienden el ámbito de la mera voluntad de la empresa. Aquí podemos 
referirnos a los mecanismos jurídicos que puede adoptar un Estado para 
mantener enterada a su población tanto de su propio desempeño como del 
que atañe a las empresas. De aquí surgen las políticas de transparencia que 
tienen como propósito la construcción de una percepción clara, objetiva y 
fundamentada de las empresas y su entorno de gobernanza. Para Ana Elena 
Fierro,2 el punto nodal de la transparencia es su capacidad de permitir una 
vigilancia de la sujeción del gobierno al Estado de Derecho. Esto es, las 
políticas de transparencia, traducidas en normas jurídicas, permite que los 
interesados observen si en su gobierno en su actuar se ajusta a las reglas 
del juego. En este orden de ideas, cuando de políticas de transparencia se 
trata, Fierro pone énfasis en vigilar la adhesión del gobierno al imperio 
de la ley más que el de las empresas. Esta óptica sigue la concepción de 
Joseph Stiglitiz de Estado de Derecho que, en suma, descansa en una serie 
de condiciones primariamente garantizadas y observadas por el gobierno. 
En su trato con los gobernados, un buen aparato de estado se conduce bajo 
un imperio de la ley que promueve la competencia, la corrección (fairness) 
y la transparencia.3 Así, en sintonía con Stiglitz, Fierro parece decir que la 
transparencia es una cuestión que gravita de la relación del poder público 
hacia su población. 

Así, los dispositivos que Stiglitz recomienda como prevención y combate eficaces 
contra la desviación de los ingresos petroleros son la transparencia, la corrección 
y la competencia. Estos son los correctores esenciales para inhibir la tentación 
común de que las empresas contratadas por el estado no paguen lo que es debido; 
o que los pagos, si son justos, no lleguen a su destino legítimo. En su breve 

2	  Agradezco a Ana Elena Fierro Ferráez el que me haya dado acceso a su manuscrito inédito intitulado, 
“Rendición de cuentas, transparencia y responsabilidad en la Reforma Energética en México.”

3	  Estos argumentos se presentaron en Joseph Stiglitz, “What is the Role of the State? The Problem 
of Diversion of Resource, en “Escaping the Resource Curse”, (Macartan Humphreys, Jeffrey Sachs, 
eds.) New York: Columbia University Press, 2007, pp. 22-55.
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pero sugerente análisis sobre los diques a la distracción de las rentas, Stiglitz 
acentúa la necesidad de que los procesos de contratación sean transparentes 
desde el concurso (si lo hubiere) y adjudicación del contrato, hasta su ejecución 
y vencimiento.4 La transparencia brinda un sello de legitimidad social que, 
además de blindar el contrato contra controversias jurídicas específicas, lo 
robustece frente a posibles embates políticos y sociales. 

No obstante lo anterior, Stiglitz menciona que en los gobiernos prevalece la 
tentación de evitar la transparencia por temor a que determinadas decisiones 
de industria se “politicen” y que, por la misma razón, sus procesos de 
implementación se vean entorpecidos, o hasta saboteados. En este orden de 
ideas, Stiglitz es enfático de no sacrificar la transparencia a lo largo del ciclo 
íntegro de las operaciones petroleras en aras de agilizar las transacciones 
petroleras y crear eficiencias efímeras. Esta advertencia está dirigida a los 
funcionarios públicos que, por evitar los “costos” políticos de difundir 
las operaciones contractuales, creen que es más conveniente celebrarlas 
a espaldas de la sociedad. Según este autor, estos actores no consideran 
los costos aún mayores que provienen de una visión corta de los derechos 
como meros artefactos jurídicos, desprovistos de una dimensión social.5

Más aún, Stiglitz subraya que los derechos de propiedad –y cualquier 
tipo de derechos– sólo pueden ser construidos sobre bases firmes si se 
consideran legal y legítimamente adquiridos. Los derechos ilegítimamente 
adquiridos son creaturas destinadas a la inseguridad y los procesos opacos 
suelen generarla. Una economía de mercado exitosa requiere de derechos 
ciertos y en un sistema democrático los derechos de propiedad seguros 
son los que se adquieren legal y legítimamente. Los argumentos en favor 
de la “santidad” de los derechos contractuales son válidos únicamente 
si cuentan con el respaldo social. Para ello, la población debe saber cómo 
fueron adquiridos y cómo son ejercidos. Para estos fines, la transparencia 
y el acceso a la información son sus piedras angulares. Sólo una sociedad 
con una población enterada es capaz de generar derechos de propiedad 
legítimamente construidos, por lo que dicha información debe ser puesta 
a disposición del público desde el lanzamiento del proceso competitivo 
de adjudicación del contrato hasta su terminación. La aprobación social, 
generada desde la gestación de la transacción entre estados y empresas, 
es la mejor providencia para que la “santidad contractual” sea respetada.6 

Con todos sus aciertos, aquí consideramos que este acercamiento se vuelca 
en demasía sobre la formalidad jurídica y en el papel del estado: en primer 
lugar, hay una corresponsabilidad entre el gobierno y las empresas cuando 
de la extracción de hidrocarburos se trata que trasciende el imperio cerrado 

4	 Ver Stiglitz. p.28
5	 Ibid. 
6	  pp. 31-32. 
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de la legalidad; en este orden de ideas, limitar el espectro de la transparencia 
al ámbito legal le impide considerar mecanismos de adhesión voluntaria 
(pero de aplicación obligatoria, en caso de adhesión) que ni precisan de un 
marco jurídico de transparencia preexistente, ni tienen que limitarse a sus 
criterios. Más aún, estos mecanismos reúnen voluntariamente a gobiernos, 
empresas y otros stakeholders (partes interesadas) para agregar fuerza y 
valor a las políticas de transparencia en la inteligencia de que los mecanismos 
formales del estado son insuficientes. Por lo mismo, estas iniciativas deciden 
ir más allá del derecho para crear una visión integral del comportamiento 
de empresas y gobierno. A pesar de que existen mecanismos diversos 
como el arriba descrito, en este documento nos referiremos únicamente 
al EITI (Extractive Industries Transparency Initiative), por ser uno de los 
más robustos a nivel mundial, además de que por su posible y próxima 
adhesión es especialmente relevante para México en estos momentos de 
cambio en su industria petrolera. 

En su portal de internet, Transparencia Mexicana describe al EITI de la 
forma siguiente:7 

“Una de las iniciativas a nivel mundial en estos temas es la Iniciativa 
Internacional de las Industrias Extractivas (EITI por sus siglas en inglés). 
EITI es una coalición multiactor compuesta por gobiernos, empresas, grupos 
de la sociedad civil, inversionistas y organizaciones internacionales. EITI 
provee de un estándar para que las compañías publiquen lo que pagan y 
los gobiernos revelen lo que reciben. En el mundo son ya al menos 26 países 
que son miembros de esta iniciativa y dos de ellos son parte del continente 
americano: Perú y Guatemala. Países como Colombia y Estados Unidos 
son candidatos y en este caso México, está revisando su posible adhesión 
a la iniciativa.”8

Unas palabras sobre el origen del EITI. Este estándar surge, precisamente, 
de la emergencia de literatura académica, durante los finales de los 90 y el 
principio del nuevo milenio, sobre los beneficios públicos que podría traer 
las actividades petroleras en los países en desarrollo, en particular. Entre 
ellos, se destacan el mismo Joseph Stiglitz, Jeffrey Sachs, Terry Lynn Karl 
y Paul Collier. Estos académicos quisieron ir más allá de la “enfermedad 
holandesa” que hace que las exportaciones no petroleras sean mucho 
menos competitivas. Los tomadores de decisión, y la población misma, 
deben tomar en cuenta otros factores como la captura de las rentas por las 
élites, la dependencia extrema de las haciendas públicas de los ingresos 
petroleros, además de tensiones regionales y comunitarias. La aportación 
mayor de estos escritos se concentró en la gobernanza de la industria, desde 
los procesos de licitación, las licencias, los contratos, las operaciones, las 

7	 Ver http://www.tm.org.mx/industrias-extractivas-eiti-en-mexico/ , consultado el 20 de enero de 2016
8	 Ibid. 
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cadenas de valor, las rutas de transporte, la prestación de los servicios, y el 
uso de los ingresos y su distribución. También complementaron la reflexión 
con temas ambientales, sociales y políticos. Cada uno de estos académicos 
señaló distintas soluciones para estas cuestiones, en la inteligencia de que 
ninguna medida sería suficiente.9 

Estas investigaciones fueron ampliamente difundidas por los medios de 
comunicación y fueron adoptadas por campañas muy importantes de Global 
Witness, Human Rights Watch y Oxfam America. De especial importancia 
fue la creación del programa “Revenue Watch” financiado por George Soros, 
bajo su Iniciativa de la Sociedad Abierta. De tal suerte, las Organizaciones 
no Gubernamentales escalaron sus esfuerzos para investigar los flujos que 
recibían ciertos gobiernos de las empresas petroleras, en particular de la 
región del Mar Caspio. La sociedad civil acuñó la frase “Publica lo que 
Pagas” (Publish What you Pay) derivada de los hallazgos de corrupción en 
Angola y se hizo extensiva a lo ancho del globo, donde hubiera problemas 
de falta de transparencia y de rendición de cuentas. Como consecuencia de 
la campaña, en 2001, BP publicó un bono pagado al gobierno de Angola de 
$111 millones de dólares americanos. Como era de esperarse, las empresas 
petroleras pidieron un esquema diferente al de Publica lo que Pagas, para 
minimizar los conflictos con los gobiernos y el riesgo de incumplimiento 
contractual. Si iba a surgir una política de publicación de pagos, ellas 
requerían un esfuerzo global que se hiciera extensivo a todas las empresas. 
El gobierno del Reino Unido, escuchando a las partes interesadas, en esta 
coyuntura halló la oportunidad para lanzar una iniciativa nueva que se 
cristalizó en el EITI.10

Ahora que, a partir de la reforma constitucional de diciembre de 2013, México 
ha “abierto” su industria de la exploración y producción de hidrocarburos 
a la participación privada, es apremiante la necesidad de adoptar los 
mecanismos internacionales de mayor avanzada para promover prácticas 
hacia la transparencia y el acceso a la información que complementen y 
enriquezcan la interpretación de su marco jurídico local. Que México se 
ciña estrictamente a lo dispuesto por la Ley General de Transparencia y la 
Ley de Hidrocarburos limitará a México a una visión carente de las mejores 
prácticas a nivel internacional, por lo que debe abrir, no solo el subsuelo 
petrolero, sino también los criterios más robustos de los que la población 
debe saber y entender sobre la explotación de este recurso natural no 
renovable. Por los beneficios que pudieren recibir los mexicanos de hoy, 
pero también por una cuestión de justicia intergeneracional. Las reservas 
y los ingresos líquidos que éstas generen deben apuntalarse a generar las 
condiciones de desarrollo de las generaciones futuras. El uso irresponsable 

9	 Ver https://eiti.org/eiti/history, consultado el 23 de enero de 2006. 
10	 Ibid. 

https://eiti.org/eiti/history
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de los ingresos de un recurso no renovable podría “descapitalizar” al país, 
privando a sus pobladores futuros de sus beneficios. Sobre este punto, la 
Alianza Para el Gobierno Abierto, afirma lo siguiente:11

“En este sentido, la EITI —iniciativa internacional para promover la 
transparencia en los pagos y los ingresos de la industria extractiva— se 
basa en que la riqueza de los recursos naturales de un país debe beneficiar a 
todos los ciudadanos. México adoptó el compromiso de la “Adhesión México 
a EITI” con el fin de que los recursos mineros y petrolíferos contribuyan al 
desarrollo nacional, aplicando el estándar de transparencia y rendición de 
cuentas de esta iniciativa al contexto nacional. La SENER ha liderado los 
esfuerzos del Gobierno de la República para realizar los primeros pasos 
de la adhesión de México a esta Iniciativa internacional. 

Se ha realizado lo siguiente: 

•	 Declaración de alto nivel sobre la intención de adoptar el estándar 
de la EITI.

•	 Creación de un grupo de trabajo intersecretarial integrado por SE, 
SHCP y SENER.

•	 Nombramiento de la Dra. Lourdes Melgar, Subsecretaria de 
Hidrocarburos, para encabezar la implementación de la EITI.

•	 Avances en la conformación del grupo de trabajo multipartícipe con 
sociedad civil y el sector privado para elaborar el plan de trabajo 
para la implementación del estándar EITI.

El estándar contempla todo el proceso de gobernanza de las industrias 
extractivas, lo que implica: adjudicación de licencias y contratos, monitoreo 
de la producción, recaudación de impuestos y asignación de ingresos. Estas 
acciones sientan las bases para presentar la candidatura de México para ser 
parte de este estándar internacional durante la 7° Conferencia Mundial de 
la EITI que se llevará cabo en febrero del 2016 en la ciudad de Lima, Perú.”12

Sin embargo, a la fecha México aún no se adhiere a EITI por la gran 
complejidad de lograrlo. Esto se debe, precisamente, a que no es una decisión 
unilateral del gobierno pues requiere de la voluntad de una diversidad de 
actores con intereses distintos, a veces opuestos. Para conseguir su adhesión, 
se establece un grupo tripartita SOCIEDAD CIVIL-GOBIERNO- EMPRESA 
que debe definir sus términos. En febrero esta comisión tripartita viajará a 
Perú a presentar los avances. Por parte de gobierno, los representantes son 
la Secretaría, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de 
Economía, mientras que el sector empresarial lo componen la Asociación  

11	 Ver, http://www.tm.org.mx/tag/alianza-para-el-gobierno-abierto/, consultado el 23 de enero de 2006. 
12	 Ibid. 

http://www.tm.org.mx/tag/alianza-para-el-gobierno-abierto/
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Mexicana de Empresas de Hidrocarburos, Pemex, la Cámara Minera, y la 
sociedad civil, que aún no define quienes serán sus representantes. 

Como fuera, la adhesión a EITI implica su adhesión a su estándar, el cual 
depende del cumplimiento de 7 requisitos “sobre cómo informar de la actividad 
en los sectores del petróleo, el gas y la minería a lo largo de la cadena de 
valor de la extracción de un recurso hasta convertirlo en beneficio público. 
Toda la información se publica regularmente en el Informe EITI del país,” 
conforme a las reglas siguientes:” “(…) Un país que se compromete a adherirse 
al Estándar es un ‘candidato’. El país dispone de 2,5 años contados a partir 
de la admisión como candidato para cumplir con los requisitos. Después se 
evalúa independientemente al país y si se considera que ha cumplido los 
Requisitos del EITI en cuanto a transparencia, se convierte en ‘cumplidor. 
A partir de entonces los países son evaluados cada tres años y pueden ser 
suspendidos del estándar de transparencia en cualquier momento.”13

Exponemos, a continuación, los 7 requisitos del estándar de EITI: 

1.	La supervisión efectiva por el grupo de multipartícipes.
2.	Publicación oportuna de Informes EITI.
3.	Informes EITI que incluyan información contextual sobre las industrias 

extractivas.
4.	La producción de Informes EITI exhaustivos que incluyan la divulgación 

completa por los gobiernos de los ingresos obtenidos de las industrias 
extractivas, y la divulgación de todos los pagos significativos al gobierno 
por las empresas petroleras, gasíferas y mineras. 

5.	Un proceso de auditoría creíble que aplique normas internacionales.
6.	Informes EITI que sean comprensibles, cuenten con promoción activa, 

se encuentren a disposición del público y contribuyan al debate público.
7.	El grupo de multipartícipes debe tomar medidas para aplicar las 

lecciones aprendidas y analizar los resultados y los efectos de la 
implementación del EITI.14

Hay varios factores del EITI cuya adhesión conviene a México. Encontramos 
que la naturaleza multipartícipe del estándar puede aportar mucho a crear un 
ambiente de mayor concordia en la aplicación de estándares de transparencia. 
Que haya un acuerdo no debe ser interpretado como un gesto de debilidad 
del estado pues el estándar mismo está encaminado a potenciar mejores 
canales de comunicación entre estados y empresas para el beneficio de la 
población. Asimismo, la participación de la sociedad civil aporta un sello 
de validación ciudadana que, si bien no purifica el estándar al menos puede 

13	Para una descripción de los requisitos de adhesión consultar https://eiti.org/eiti, visto el 21 de enero 
de 2016. 

14	 Ibid. 

https://eiti.org/eiti
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hacerlo más creíble para la población. Más aún, los plazos establecidos 
para la presentación de informes ponen a todos los agentes involucrados 
bajo un dispositivo de presión. Por otra parte, el hecho de que el estándar 
contenga información contextualizada permite una interpretación mucho 
más rica de la misma. Esto es, aun cuando la información de los ingresos de 
cada país adherido será vital para el informe, ésta debe ser contextualizada, 
aportando su información social, económica y ambiental relevantes. Además, 
la información debe cumplir con criterios de legibilidad, compresión y 
atracción del interés de los lectores, sean medios, activistas o ciudadanos 
de a pie. Por otra parte, el hecho de que las auditorías a los informes sean 
externas abonan a su objetividad. 

Lo anterior no significa que la adhesión al EITI sea la panacea para la 
transparencia en el sector hidrocarburos de México, sino que éste podría ser 
un muy bien mecanismo de implementación para cumplir con el principio 
de “Máxima Transparencia” consignado hoy para este sector en el artículo 
25 Constitucional reformado en diciembre de 2013. Más aún, podría ayudar 
a ser un mecanismo de implementación que esclarezca los textos de las 
leyes que regulan la transparencia en el país pero que aún presentan 
insuficiencias en congruencia y completitud. Según Ana Elena Fierro,15 
la aplicación simultánea de la Ley General de Transparencia y de la Ley 
de Hidrocarburos causa confusiones sobre cuál es la ley aplicable o bien 
tiene lagunas importantes para su aplicación. La adopción del EITI podría 
ayudar a colmar esas lagunas, además de resolver un número importante 
de contradicciones.

Fuera de lo legal, la introducción de México al estándar EITI refuerza su 
participación en la Alianza por un Gobierno Abierto en la cual participa.16 
En cuanto a la industria de los hidrocarburos, su inserción a este estándar 
sería, más que un gesto de buena voluntad política, una manifestación clara 
de que los actores torales que forman parte de este nuevo modelo están 
comprometidos con los principios de buena gobernanza.

México ha dado un paso muy importante al abrir su sector de hidrocarburos 
al capital privado. Su mayor reto, sin embargo, es ser abierto con la sociedad 
civil, que es propietaria de los recursos en su subsuelo. 

15	Ver Fierro Ferráez, op. cit. 
16	 La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA) es una iniciativa multilateral, en donde los gobiernos 

de 63 países miembros trabajan en conjunto con la sociedad civil para promover la participación 
ciudadana, incrementar la transparencia, combatir la corrupción, y usar la tecnología como 
habilitador de esta apertura.
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 ÁREAS DE OPORTUNIDAD 
PARA MEJORAR LOS 

PROCESOS DE COMPRAS 
PÚBLICAS: UNA VISIÓN 

PRÁCTICA
Roberto Hernández García 1

Corporación Mexicana de Asesores en Derecho

Existe una mala percepción de la contratación 
pública en México. Los usuarios consideran que 
no obstante la complejidad de leyes y sistemas, la 
contratación pública no es confiable y cuenta con 
muchos vicios y carencias que benefician a pocos 
con lo cual se debe de entrar en un círculo afectado 
por los vicios o definitivamente no participar, lo 
que afecta el número de propuestas a presentar 
en las licitación. 

Estos problemas no son nuevos ni devienen de 
una regulación específica, sino de la falta  
de conocimiento y de compromiso ético tanto de 
servidores públicos como de particulares. 

De ello que la presente contribución se centra, no 
en análisis jurídicos, sino en aspectos prácticos que 
vician las contrataciones públicas y que deben de 
mejorarse en aras de un mejor sistema de comprar 
para el Estado.

1	 Las opiniones vertidas en este artículo son responsabilidad 
exclusiva del autor al momento de su publicación y no de la 
Auditoría Superior de la Federación, ni de COMAD, S.C. o de 
los organismos a los que pudiera representar el autor.
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a Licenciado Maestro en Derecho por la Universidad 
Panamericana. Es socio director de COMAD, S.C., firma 
de abogados fundada en 1965 especializada en temas 
de contratación pública, derecho de la construcción y 
normatividad anticorrupción nacional e internacional. 
Fue coordinador fundador del comité de contratación 
pública de la Barra Méxicana Colegio de Abogados; 
Coordinador del comité de contratación pública de la 
Comisión de Compraventa internacional de la International 
Bar Association, y representante de esta última ante la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (UNCITRAL) durante la revisión de la Ley 
Modelo de Uncitral para contrataciones públicas.
Ha coordinado las siguientes obras en materia de contratación 
gubernamental: “Aspectos Jurídicos de la Contratación 
Pública” por la Barra Mexicana, Colegio de Abogados; 
“International Public Procurement: A guide to best practice” 
publicada por la prestigiada editorial inglesa Globe Law 
and Business. Asimismo ha escrito múltiples artículos y 
participado como invitado para conversar en la materia en 
programas de televisión tales como “Pesos y Contrapesos” de 
la Auditoría Superior de la Federación, “Háblame Derecho” 
de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados. 
Está reconocido por las publicaciones independientes 
Chambers and Partners, WhosWhoLegal y Legal500 
como experto reconocido en contratación pública a nivel 
internacional y Testigo Social acreditado ante la Secretaría 
de la Función Pública. 
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Introducción

Es una realidad que las compras públicas (concepto que para efectos de este 
artículo incluirá las adquisiciones, arrendamientos, servicios y contratación 
de obra pública por parte de la administración pública federal), es de suma 
relevancia para la economía de un país. 

Como simple ejemplo reciente de esta afirmación, podemos observar el 
gran efecto negativo que la falta de contratación de obra pública a nivel 
federal ha generado para la industria de la construcción en fechas recientes. 

Es por ello que las compras públicas (también conocidas como contratación 
pública o contratación gubernamental) deben de satisfacer una serie de 
características que mantengan el sano equilibrio entre el interés público y 
el interés privado.

Una elemento fundamental para dicho equilibrio es la seguridad jurídica, que 
se refleja en el cumplimiento de la legalidad y el desarrollo de la conducta 
transparente en los procedimientos de contratación, en los contratos y en 
las controversias que se derivan de estos dos últimos conceptos, tanto por 
los actores del sector público como del sector privado. 

Al respecto, muchos análisis afirman que las leyes de contratación vigentes 
no son adecuadas y que se requieren cambios profundos. 

Si bien lo anterior puede tener un importante grado de verdad, lo cierto es que 
debemos comprender que no hay leyes perfectas y que todo ordenamiento 
jurídico es susceptible de ser violentado o desatendido cuando no existe 
voluntad de cumplir su letra con seriedad. 

Por lo tanto, lo que se pretende con esta contribución, no es la crítica de 
artículos de las leyes ni de normas específicas, sino de conceptos que por 
muchos años se han desatendido y que, a criterio del autor, deben ser 
analizados y atendidos por las instancias correspondientes para tomar 
las medidas adecuadas, que como concluiremos, no se limitan a cambios 
legislativos, sino a una modificación sustancial de capacitación, desarrollo 
y control de las voluntades que se desarrollan en los procesos. 

Áreas de oportunidad para mejorar los procesos de compra

El mejor termómetro para saber cuáles son las oportunidades en procesos de 
compras gubernamentales no son los análisis jurídicos, sino las percepciones 
y experiencias de los usuarios. 

En este sentido, podemos afirmar que el concepto crítico en este aspecto, 
es la falta de confianza del particular de buena fe, de que los procesos de 
contratación pública se lleven a cabo con apego a la legalidad y con la 
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objetividad que garantice que los procesos se adjudican realmente a los 
mejores postores.

Ello se refleja asimismo en la falta de participación, en una mayoría de 
procedimientos que podrían beneficiarse con multiplicidad de actores y en 
consecuencia con muchas ofertas que garantizarían mejores condiciones 
para el Estado. 

Al respecto, es una percepción generalizada, el que las compras 
gubernamentales están viciadas y que desde su conceptualización están 
“destinadas” a determinados sujetos bien “ubicados” o “conectados” con 
servidores públicos clave de las dependencias y entidades contratantes. 

Esta percepción es un problema de fondo y no solo de forma y puede tener 
muchas razones: desde el desconocimiento de la legislación, pasando por 
la falta de experiencia en la contratación y concluyendo con verdaderas 
experiencias negativas de los usuarios, quienes son literalmente víctimas 
de la opacidad con la que muchos servidores públicos actúan en colusión 
con participantes específicos con los que se benefician recíprocamente. 
Lo cierto es que finalmente la desconfianza en México, no se basa en una 
opinión negativa de las leyes de contratación pública, sino en aquellos que 
la aplican y se benefician de ello. 

Por ello, sin pretender ser exhaustivo ni mucho menos, en este artículo 
presentaré planteamientos basados en las opiniones que he recibido de 
muchos licitantes, contratistas y proveedores, durante más de 20 años de 
experiencia en esta área, y que a pesar de cambios en la normatividad, 
continúo escuchando como lamentos de una situación que no cambia y que 
día a día merma la esperanza de una contratación pública transparente en 
México, y que son los siguientes: 

Redacción y Contenido de Convocatorias (Bases de Licitación)

Planteamiento: 

Una queja frecuente de aquellas personas que participan en las compras 
públicas es la falta de claridad y objetividad en los documentos para invitar 
a licitar, conocidos como Convocatoria o Bases de licitación o Concurso. 

En muchos casos, dichos documentos tienen contradicciones, errores, y 
desviaciones que generan, desde el origen de los procesos, dudas, confusiones, 
y hasta falta de confianza en los procedimientos. En muchos casos estas 
desviaciones derivan de omisiones o incompetencia, pero en muchos otros, 
son reflejo de colusiones y orientaciones tendenciosas de los procedimientos 
de compra entres servidores públicos y licitantes de mala fe. 
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Esto resulta sumamente negativo pues la convocatoria es (o debería ser por lo 
menos), el primer contacto de un potencial proveedor con su cliente potencial. 

El problema fundamental es que las juntas de aclaraciones se convierten 
literalmente en las solicitudes de corrección de discrepancias, ambigüedades 
formales y otros aspectos, que convierten dicha etapa en una carga de 
responsabilidad revertida, es decir, el licitante es el que debe procurar 
con sus preguntas la claridad de las convocatorias, en lugar de que los 
documentos sean claros y las dudas conceptuales. 

Aquel dicho en el sentido de que “la forma es fondo” toma especial relevancia 
en el procedimiento, viciando desde ese momento el ambiente, pues los 
licitantes se preguntan, entre muchas otras cosas: 

•	 Si uno de los dos puntos en contradicción me convienen, y hago 
la pregunta, ¿la dependencia escogerá el que no puedo cumplir?

•	 Si pregunto dos puntos que se contradicen, ¿esto me pone en posición 
de desventaja con mi competidor al hacerle notar mis debilidades?

•	 Si no pregunto y simplemente dejo al criterio de la dependencia 
o entidad contratante su criterio, ¿podrá optar por aquel que le 
beneficie y me perjudique en consecuencia?

De la misma forma, para el sector público, la mala redacción y la contradicción 
de términos resulta ser desfavorable al dejarla con preocupaciones similares. 

He tenido la oportunidad como Testigo Social, de estar en procedimientos en 
donde los Comités Revisores de Convocatorias se convierten en verdaderos 
campos de batalla de egos entre las áreas contratante, jurídico, órgano 
interno de control y usuaria, y la convocatoria, después de tres revisiones, 
continúa siendo tan mala como al principio gracias a la falta de seriedad 
en los procesos. 

Esta es un área de oportunidad fundamental ya que si los temas son claros 
y precisos, se podrán resolver innumerables temas críticos tanto en el 
procedimiento de contratación, como en el contrato. 

Sin embargo, la situación se complica cuando las áreas convocantes 
simplemente lanzan la convocatoria sabiendo sus debilidades, esperando 
que todas las indefiniciones se resuelvan en las juntas de aclaraciones. 

Se requiere la existencia de un modelo estándar de convocatoria en los 
temas generales, que aplique para toda la administración pública federal 
y que varíe única y exclusivamente en las particularidades del proyecto, 
tales como requerimientos, características, especificaciones y forma de 
contratación, de tal manera que las áreas compradoras se limiten a variar 
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lo fundamental. Esta fórmula es utilizada por bancos multilaterales por lo 
que el esquema es claramente posible. 

Otra propuesta es que exista un verdadero “control de calidad” en la emisión 
de los documentos licitatorios, de tal manera que cuando sean publicados, 
hayan sido revisados no solamente por los servidores públicos competentes, 
sino por servidores públicos capacitados y entrenados tanto en el fondo 
como en la forma de las compras. 

¿Cómo beneficia esta situación la opacidad y la integridad?

La deficiente o desviada redacción de convocatorias y documentos de la 
licitación pueden provenir esencialmente de dos razones: de la colusión 
de servidores públicos y licitantes que pretenden beneficiarse con una 
contratación “con dedicatoria” lo que implica un problema de integridad, 
o bien de la falta de capacitación y conocimientos, lo que deriva de una 
falta de profesionalización.

Ambos casos pueden llevar a problemas graves resultantes en proyectos 
fallidos, sobrecostos, litigios o actos de corrupción. 

1.	 Juntas de Aclaraciones y “Repreguntas”

A finales del año 2015 tuve la oportunidad de apoyar profesionalmente 
a una empresa privada para participar en una licitación cuyo proyecto se 
consideraba “prioritario”. 

La convocatoria fue tan imprecisa y contradictoria, que surgieron 
aproximadamente 900 preguntas entre todos los interesados. 

Increíblemente, muchas de las preguntas eran absurdas y coincidentes entre 
los participantes, pues todos se percataron claramente de los asuntos que 
no estaban bien definidos en los textos que la integraban. 

El problema se agravó cuando, no obstante que los licitantes al darse cuenta 
de que existía una cantidad innumerable de preguntas e indefiniciones en 
las obligaciones que las bases les imponían, preguntaron nerviosos a la 
convocante si determinados hitos clave del contrato que se celebraría se 
modificarían, la dependencia insistió en que dichos eventos se mantendrían 
como el primer día, generando un ambiente de alta tensión entre los licitantes. 

Como si no fuese suficiente, lo anterior se complicó cuando la dependencia 
pospuso la junta de aclaraciones en dos ocasiones por “la gran cantidad 
de preguntas”, y finalmente al entregar las 800 respuestas, otorgó el plazo 
de ley de 24 horas para que se formularan repreguntas. 
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Como era de esperarse, las respuestas a las aclaraciones, eran tan imprecisas 
como la propia convocatoria y por lo tanto, los licitantes, ante el plazo 
fatal, presentaron sus propuestas comprometiéndose a cumplir con un 
documento confuso, mal hecho y mal aclarado. 

Esto no puede suceder en un proyecto prioritario para el gobierno federal 
en el que se ofertaron 700 millones de pesos por los licitantes. 

¿Qué se puede hacer ante este tipo de problemas que no son excepciones?

En primer lugar, regresamos al problema de la correcta redacción de las 
bases de licitación, y en segundo lugar al tema de la profesionalización de 
los servidores públicos que participan en los procesos de compras públicas. 

¿Cómo beneficia esta situación la opacidad y la integridad?

La falta de atención y desahogo adecuado de respuestas en las juntas de 
aclaraciones pueden también provenir esencialmente de dos razones: de la 
colusión de servidores públicos y licitantes que se hayan puesto de acuerdo 
en la forma de “cerrar la participación” de terceros, lo que implica un 
problema de integridad, o bien de la falta de capacitación y conocimientos, 
lo que deriva de una falta de profesionalización.

Ambos casos pueden llevar también a problemas graves resultantes en 
proyectos fallidos, sobrecostos, litigios o actos de corrupción. 

2.	 Inconformidades y autoridades competentes

Todo sistema legal debe de tener controles para que en caso de desviaciones, 
estas últimas se puedan corregir en forma adecuada y objetiva por una 
autoridad imparcial. 

En el caso de las contrataciones públicas, existe el procedimiento de 
inconformidad cuyo deber ser es el control de legalidad del procedimiento 
de contratación, es decir, asegurarse, previo impulso procesal de una parte 
interesada, de que durante el procedimiento de contratación, al ser un 
procedimiento administrativo, las entidades y dependencias convocantes 
hayan cumplido con la normatividad aplicable. 

Al respecto podemos afirmar que la instancia de inconformidad (que 
no es un recurso por cierto), está bastante desarrollada en cuanto a su 
procedimiento, tanto en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 
Servicios del Sector Público, como en la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas, con el apoyo normativo supletorio de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, como en el Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 
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Sin embargo, los particulares tampoco tienen confianza en las inconformidades, 
siendo que el problema principal no está en el procedimiento mismo, sino 
en la falta de certidumbre de los licitantes en cuanto a las autoridades 
resolutorias, que propiamente están incrustadas dentro de la estructura 
administrativa de las dependencias y entidades convocantes, en los 
denominados Órganos Internos de Control. 

Esta situación se ha recrudecido con la inestable presencia de la Secretaría de 
la Función Pública, que desde hace varios años, pero particularmente desde 
el inicio de esta administración, ha perdido su control y fuerza en entidades 
y dependencias como consecuencia de la iniciativa del Ejecutivo Federal 
de desaparecerla en sustitución del supuesto “Órgano Anticorrupción” 
que nunca vio la luz. 

De ello que el “delicado equilibrio” que existió en su momento, en el que las 
fuerzas de los órganos internos de control contrarrestaban las arbitrariedades 
de las dependencias y entidades, se ha visto mermado perjudicando la 
objetividad e imparcialidad que se requiere por un agraviado para que su 
causa se analice con la debida seriedad. 

No es poco común ver como los funcionarios de una entidad o dependencia 
“brincan” hacia los órganos internos de control o viceversa, lo que genera 
una desconfianza clara hacia el ciudadano de que el “fiscalizador” tenga 
deseos de ser el “fiscalizado” por convicción y suponiendo que existen 
causas tales como incentivos económicos, administrativos o políticos insanos. 

De ello que en muchas ocasiones las inconformidades se tramiten, desarrollen 
y resuelvan conforme a las instrucciones de los titulares o áreas de las 
dependencias y entidades cuyos intereses específicos orientan los resultados. 

Famosa se volvió la frase de un titular de un organismo descentralizado 
en una reunión que tuvo con la titular de su órgano interno de control, a 
la que instruyó: “Aquí ninguna inconformidad puede proceder, porque 
todo lo hacemos bien aquí”. 

¿Cómo beneficia esta situación la opacidad y la integridad?

La falta de confianza en los OIC al considerarse como una “extensión” 
administrativa de las dependencias y entidades es sumamente grave, pues 
los licitantes literalmente renuncian a defender sus derechos y en muchos 
casos prefieren “arreglarse” a iniciar acciones legales. 

En algunos casos inclusive las dependencias y entidades amenazan a los 
licitantes de no inconformarse so pena de “no volver a ganar un contrato”. 
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3.	 Testigo Social

Una de las preguntas frecuentes realizada por los licitantes es: “¿y de qué 
sirve el Testigo Social?

Como creyente de la figura y testigo social acreditado, me ofende la 
pregunta y aunque la trate de defender, el cuestionamiento sigue siendo 
válido lamentablemente. 

Si bien es grave que los participantes en un proceso no conozcan qué es 
un testigo social, su función y su importancia, es cierto que ni el sector 
público ni el sector privado le han dado a esta figura la atención y relevancia 
necesaria para que se fortalezca y sirva precisamente para evitar entre otros 
temas, la imprecisión en las convocatorias y en las juntas de aclaraciones. 

Y el problema es que no existe una capacitación uniforme, ni una forma 
uniforme de actuar de los testigos sociales en virtud de que la Secretaría 
de la Función Pública, entre sus muertes artificiales y resucitaciones, ha 
tenido en los últimos años vaivenes graves en esta materia, tales como 
selecciones viciadas durante el sexenio anterior, hasta desdén por la figura 
y falta de respeto a la misma antes de la entrada del actual Secretario, quien 
aparentemente pretende resucitar la figura con mayor seriedad. 

En muchas ocasiones, ha sucedido que las propias entidades convocantes 
–por razones “insospechadas”– atacan a los testigos sociales y a sus criterios, 
mientras que la Secretaría de la Función Pública los ha dejado a la deriva 
de un descrédito que no merecían. 

La figura del Testigo Social representa uno de los mayores logros de la 
participación ciudadana en los procedimientos de contratación, pues 
literalmente es el único visor de la sociedad en estos últimos y, al descuidarlo 
o no orientarlo por el camino correcto, se está dejando a un lado la única 
forma en que la sociedad puede saber qué está pasando adentro.

 ¿Cómo beneficia esta situación la opacidad y la integridad?

La falta de conocimiento de lo que hace un Testigo Social, la falta de respaldo 
que, en administraciones anteriores, la Secretaría de la Función Pública 
le ha dado a esta figura y su “soledad” frente al sistema, provoca que se 
convierta literalmente en un “aval” de formas en lugar de un contrapeso 
de las contrataciones haciéndolo en muchos casos una figura de papel. 

4.	 Normatividad y “jurisprudencia administrativa”

Las leyes de contratación pública son normas complejas que regularmente 
requieren una interpretación para su adecuada aplicación y cumplimiento 
a la seguridad jurídica. 
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Sobre el particular, no obstante que la Secretaría de la Función Pública, 
la Secretaría de Economía y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
son las dependencias competentes para interpretar la ley para efectos 
administrativos, dichas interpretaciones en términos generales no son 
públicas ni accesibles a los particulares (salvo aquellos pocos criterios 
publicados en la página de internet de la Secretaría de la Función Pública 
que muchas veces inducen al error por no saberse si están vigentes los 
presupuestos sobre los cuales se emitieron, entre otras cosas). De la misma 
forma resulta literalmente imposible para un particular solicitar una consulta 
o siquiera una confirmación de criterio, pues legalmente la Unidad de 
Normatividad en Contrataciones Públicas dependiente de la Secretaría de la 
Función Pública, solamente atiende consultas de entidades y dependencias. 

¿Cómo beneficia esta situación la opacidad y la integridad?

La falta de criterios públicos claros y objetivos que les permitan a los particulares 
conocer con transparencia sus derechos y obligaciones, definitivamente merma 
la seguridad jurídica con la que los particulares pueden o deben actuar. 

5.	 Otros problemas graves de carácter Macro

Como temas menos precisos, pero no por ello menos graves, a continuación se 
presentan algunos temas críticos que al estar heridos, requieren una atención 
urgente para que la contratación pública recupere la confianza social. 

a) Compranet

Alguna vez el campeón de los sistemas electrónicos de información 
gubernamental a nivel internacional, hoy en día Compranet se ha reducido 
a ser el “Dropbox” público de las compras gubernamentales, no habiéndose 
jamás convertido en un sistema real de contrataciones públicas, sino en un 
mero intermedio de entrega y recepción de documentos. 

No desdeño de ninguna forma su utilidad, pero precisamente su falta de 
evolución ha creado una falta de confianza en los usuarios. 

¿Es confiable? ¿Qué pasa si no sube la información correctamente? ¿Puede 
alguien diferente al servidor público tener la llave de entrada a la bóveda? 
son preguntas permanentes que inquietan a los licitantes. 

Lo cierto es que pocos participantes entienden y comprenden cuál es el 
verdadero fondo de COMPRANET. 

Otro tema de gran preocupación es precisamente la desconfianza del sistema 
en sí mismo al saberse que en muchos casos la propia plataforma no permite 
la adecuada recepción de grandes volúmenes de información. 
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b) Legislaciones locales

Finalmente, un problema macro e imposible de resumir en algunos párrafos, 
es la gran desconfianza que tienen los proveedores de participar en licitaciones 
de entidades federativas ante la opacidad y falta de transparencia en los 
procesos, que sin ser un tema legal, da como resultado la afectación de las 
finanzas públicas locales y la disminución de posibilidades de crecimiento 
en el interior del país, ante una crítica clara de que el país continúa 
indebidamente centralizado. 

I. Áreas de oportunidad

Siendo tan complejos los temas que le duelen a las compras públicas, 
resultaría simplista en un trabajo como el que se presenta aquí, el proponer 
soluciones holísticas. Sin embargo, consideramos que fruto de la experiencia 
en la materia, y viendo los reiterados vicios que se presentan, las siguientes 
herramientas pueden coadyuvar a mejorar el sistema: 

a)	 Entrenamiento y certificación administrativa.- Tanto servidores 
públicos y particulares interesados en licitar como proveedores y 
contratistas deben recibir un entrenamiento específico por parte 
de autoridades capacitadoras o particulares acreditados para tal 
efecto, con el propósito de conocer no solamente “la ley” sino sus 
razonamientos y consecuencias. Una gran parte de la opacidad se debe 
a la ignorancia o a suponer cosas que realmente no se permiten. De 
ello que el entrenamiento permita un doble efecto: hacer conscientes 
a los participantes en las contrataciones públicas (servidores públicos 
y particulares) de sus acciones y omisiones, y asimismo asegurar 
que sus posibles actos irregulares fueron deliberados. 

b)	 Entrenamiento y certificación de integridad.- De la misma forma 
que el rubro anterior, tanto servidores públicos y particulares 
interesados en licitar como proveedores y contratistas, deben 
de recibir un entrenamiento de integridad (anticorrupción) por 
autoridades capacitadoras o particulares acreditados para tal efecto, 
con el propósito de que conozcan no solamente temas de ética, sino 
de riesgos legales de actuar en contra de la ley. Esto incluiría una 
recertificación bianual como en el caso de las empresas que tienen 
sistemas de entrenamientos anticorrupción. Ello comprometerá más 
a los servidores públicos y participantes en su debida actuación. 

c)	 Control de calidad documental y de proceso.– Los documentos 
del procedimiento licitatorio (Convocatoria, bases de licitación, 
especificaciones, contratos modelo, etc.), deben de emitirse, 
modificarse, y desarrollarse con base en un sistema de calidad 
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que permita, en cuanto a la forma, que sean claros, congruentes y 
precisos, basados en un estándar universalmente aplicable para la 
administración pública federal, con sus particularidades específicas, 
y en cuanto al fondo, asegurándose de que cumplen con estándares 
objetivos e imparciales. En este punto entra el Testigo Social como 
figura relevante de verificación documental y de fondo. 

d)	 Interpretación y “Jurisprudencia administrativa”.- Es necesario que 
exista una base de datos de conocimientos, experiencias y criterios 
uniformes pero sobre todo públicos, que permitan tanto a servidores 
públicos como a particulares usar criterios de interpretación certeros 
en beneficio de la administración pública y de los usuarios. El internet 
resulta una maravillosa herramienta sencilla, económica y de fácil 
acceso, y el propio COMPRANET es la plataforma idónea para tal 
efecto. 

e)	 Reestructura Administrativa 

En toda esta vorágine de aspectos normativos, se encuentra un 
tema fundamental: es necesario que las dependencias y entidades 
profesionalicen a los compradores públicos, entrenen a los 
particulares, y en el caso de las autoridades fiscalizadoras, que 
estas se encuentren literalmente segregadas y separadas de las 
entidades y dependencias. En términos concretos, es necesario que los 
órganos internos de control mantengan la independencia suficiente 
que impida influencias recíprocas con sus fiscalizadas, y que los 
servidores públicos que trabajen en los OICs no puedan trasladarse 
inmediatamente a las dependencias y entidades o viceversa. 

Conclusiones 

En esta pequeña colaboración se han tratado problemáticas que se discuten 
entre licitantes, en foros especializados y entre abogados, que con el paso 
del tiempo han afectado la contratación pública en México sin que en la 
actualidad se observen avances claros y efectivos. 

Todavía es momento para que las autoridades legislativas y administrativas 
escuchen a los particulares y conozcan aquéllos aspectos que continúan 
mermando la confianza de muchos actores que esperan hacer bien las cosas, 
y que lamentablemente fortalecen las colusiones, la presencia de licitantes 
mal intencionados y los abusos de poder. 

Es tiempo de que servidores públicos y licitantes otorguen a la contratación 
pública, la misión de ser un medio de mejora de las condiciones de vida 
en México y no una manera de continuar expoliando los escasos recursos 
del país en beneficio de unos pocos. 
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LA AUDITORÍA SUPERIOR 
DE LA FEDERACIÓN 

DENTRO DEL PROCESO 
DE LA RENDICIÓN 
DE CUENTAS Y LA 
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RETOS Y PERSPECTIVAS.

Roberto Salcedo Aquino
Auditor Especial de Desempeño 

de la Auditoría Superior de la Federación

En México la administración de los recursos 
públicos con base en los resultados ha avanzado 
significativamente en los últimos años. La 
fiscalización por resultados se ha consolidado, 
mediante las evaluaciones de desempeño que 
realiza la Auditoría Superior de la Federación 
(ASF); y la rendición de cuentas está avanzando 
hacia su vinculación con las metas y objetivos 
del presupuesto. 

En este proceso ha sido fundamental la ASF 
pues, con sus auditorías, ha proporcionado 
conclusiones independientes sobre la actuación 
gubernamental; ha coadyuvado a verificar, 
ratificar y proponer la corrección del rumbo del 
gobierno; ha proporcionado nuevas perspectivas 
analíticas sobre los resultados de las políticas 
públicas; y ha impulsado el establecimiento de 
indicadores y la asignación presupuestaria con 
base en el cumplimiento de metas y objetivos. 

Este artículo expone los cinco elementos que 
componen la administración con base en resultados 
–la presupuestación, la ejecución, la rendición de 
cuentas, la fiscalización y la dictaminación-; los 
retos que enfrenta cada uno de estos engranes 
para lograr su plena consolidación, y el papel de la 
ASF en todo este proceso. 
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 Introducción

La rendición de cuentas es la obligación de informar sobre una 
responsabilidad conferida y constituye la conciencia de que el 
funcionario público actúa por mandato de la soberanía popular; que es 
un mandatario exclusivamente; que el pueblo es el mandante mediante 
sus representantes y exige que le rindan cuentas del cumplimiento del 
mandato. La fiscalización, a su vez, es el control de la soberanía popular 
que consiste en verificar la certeza y veracidad de las cuentas que han 
rendido los mandatarios. Sus objetivos consisten en revisar si la actuación 
de los funcionarios se apegó a derecho, evaluar los resultados obtenidos, 
impedir el desbordamiento del poder y de los poderosos, y exigir a todo 
aquel, que ha ejercido una función pública y ha administrado recursos 
públicos, la responsabilidad inherente a ese ejercicio.

En cada Estado hay tres clases de poderes: el legislativo, el ejecutivo y 
el judicial. En virtud del primero se hacen las leyes; por el segundo, se 
ejecutan las leyes y proyectos que de ellas emanan; y por el tercero, se 
imparte justicia. Todo esto tiene tres finalidades: que el gobierno gobierne; 
que ningún ciudadano pueda temer al gobierno y que ningún ciudadano 
pueda temer a otro ciudadano. En el ámbito de la administración pública, 
el poder legislativo expresa la voluntad general del Estado y el Poder 
Ejecutivo transforma esa voluntad en acción mediante la implementación 
de políticas públicas.

Como en un Estado democrático todo hombre debe estar gobernado por sí 
mismo, sería necesario que el pueblo en masa tuviera el poder legislativo 
como en la democracia clásica ateniense de la era de Clístenes (Siglo VI 
a.C.). Pero, siendo esto imposible, en los estados actuales es menester 
que el pueblo haga, por medio de sus representantes, lo que no puede 
hacer por sí mismo. Por lo tanto, se crea la democracia representativa. 
Los diputados son los representantes del pueblo y depositarios de la 
soberanía popular.

La voluntad general del Estado se expresa en el interés común y se opone 
al interés privado que es la suma de las voluntades particulares. La 
voluntad general, para que verdaderamente lo sea, debe serlo en su objeto 
y en su esencia; debe partir de todos para que sea aplicable a todos y pierde 
su natural rectitud cuando tiende a un interés individual y determinado. 
Nunca la voluntad particular puede representar la voluntad general. 

Se conocen mucho mejor las necesidades de la localidad en que se vive: 
importa, por lo tanto, que los representantes del pueblo se elijan por 
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circunscripciones o distritos con objeto de que el representante conozca 
el sentir de su circunscripción y lo lleve a la representación nacional para 
que, como resultado de la deliberación de todos los representantes de 
todas las circunscripciones, se produzca la voluntad general sobre la ley: 
su modificación o su derogación. 

Los representantes deben tener tres características: conocer su distrito, 
condensar el sentir popular y ser capaces de discutir y consensar sobre 
los asuntos públicos para conformar la voluntad general. 

El diseño mexicano es bicameral. La Cámara de Diputados es la 
representación nacional, es la que conforma la voluntad general del 
Estado. Representa al pueblo que es el agente activo de la democracia, es 
el mandante. El Senado representa al pacto federal y los senadores velan 
por los intereses de los estados. 

Una vez que la representación nacional ha conformado la voluntad general 
y ha identificado los problemas públicos, que afectan la convivencia y la 
cooperación social, se crean leyes y se asignan recursos para que exista 
la obligación y la capacidad de superar las dificultades determinadas. 
Históricamente el legislativo ha ido estableciendo los problemas por 
atender: el rezago educativo; la desnutrición; la contaminación; la 
seguridad pública; la falta de acceso al agua y a la vivienda; el derecho al 
trabajo, a la cultura, a los servicios de salud,…

El poder ejecutivo transforma la voluntad general en acción, mediante la 
implementación de políticas. La ejecución puede ser de manera tradicional 
o con base en resultados. 

Los gobiernos tradicionales se centran principalmente en normas, 
controles y datos. Presupuestan recursos para escuelas según la cantidad 
de niños que tienen inscritos; para el bienestar, sobre la cantidad de 
beneficiarios a los que se atiende; para los departamentos de seguridad 
pública, sobre la base de la cantidad de policías que se necesitan para 
luchar contra la delincuencia. Estos gobiernos prestan poca atención a los 
objetivos y a los resultados de la acción gubernamental. 

A estos gobiernos no les importa la calidad de la educación que los niños 
reciben, ni la población potencial que dejan de atender, ni en qué medida 
desciende la tasa de criminalidad o en qué medida los ciudadanos se sienten 
seguros. De hecho, las escuelas, las secretarías de desarrollo social y de 
seguridad pública reciben más recursos cuando no obtienen resultados, 
pues como no resuelven los problemas solicitan más presupuesto. 
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Un desempeño basado únicamente en normas, controles y datos olvida 
el fin último de la organización. Se considera que no infringir la norma 
es alcanzar el objetivo institucional, por lo que se entra en un círculo 
vicioso: el actuar sólo mediante el cumplimiento de las normas conlleva a 
centrarse en procesos burocráticos inerciales, y la inercia dificulta elevar 
la mira hacia los propósitos institucionales.

Una necesidad básica es que la maquinaria gubernamental desempeñe 
las funciones públicas con eficacia; para ello se requiere un gobierno que 
administre los recursos públicos con base en resultados.

Un gobierno por resultados no centra su preocupación en los recursos 
consumidos, sino en el rendimiento operado, en la producción de los 
bienes y servicios, y en su impacto en el bienestar de la sociedad. Este tipo 
de gobierno promueve una administración de los recursos públicos que 
se enfoca en alcanzar las metas y objetivos institucionales. Este sistema 
basado en resultados se compone de cinco engranes: un mandato, el 
presupuesto que es emitido por el pueblo mediante sus representantes; 
un ejecutor, que es el gobierno que tiene el compromiso de implementar 
el mandato y que, mediante indicadores, direcciona sus acciones para 
cumplir con los propósitos encomendados; un proceso de rendición de 
cuentas, en el que el mandatario reporta –mediante la Cuenta Pública- lo 
que logró: el estado actual de la administración pública; una fiscalización, 
con base en los resultados, que contrasta lo logrado contra lo mandatado; 
y una dictaminación, realizada por la representación popular, con la 
finalidad de definir el siguiente ejercicio presupuestal con base en los 
logros obtenidos.



R
ob

er
to

 S
al

ce
do

 A
qu

in
o

Capítulo I. El mandato. Presupuesto basado en Resultados (PbR)

El mandato popular se llama presupuesto y debe reflejar con claridad: 
¿qué se manda?, ¿qué recursos se asignan?, y ¿cómo y cuándo deberán 
hacerse las cosas? El presupuesto debe reflejar la voluntad general de 
lo que queremos hacer de este país con los recursos que tenemos; por 
consiguiente, deben asignarse los recursos con la mayor racionalidad, 
y con visión de largo plazo, y deben ejercerse con la mayor eficacia, 
eficiencia y economía. 

El presupuesto es un mandato del pueblo que es emitido mediante sus 
representantes. El artículo 74, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) establece que es una 
facultad exclusiva de la Cámara de Diputados: “aprobar anualmente el 
Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF), previo examen, discusión 
y, en su caso, modificación del proyecto enviado por el ejecutivo federal, 
una vez aprobadas las contribuciones que, a su juicio, deben decretarse 
para cubrirlo”.

El presupuesto tradicional es un plan de gastos basado en las erogaciones 
del año anterior. Es inercial porque se estructura sobre la base de lo 
hecho agregando los incrementos posibles. Impide el cambio porque su 
axioma es que el gobierno debe hacer lo mismo que siempre ha hecho. No 
establece metas ni objetivos, sólo montos por gastar, con lo que se alienta 
a los ejecutores a ejercer la totalidad del presupuesto a toda costa. 

El PbR requiere establecer el problema por resolver, y las tareas y la 
evaluación permanente para conocer el avance en la solución de las 
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necesidades públicas. Se fija el objetivo con indicadores estratégicos para 
evaluar la eficacia de la acción gubernamental; se consignan las metas 
de corto plazo con indicadores de gestión para conocer el progreso; y se 
especifican los indicadores de costo-beneficio para conocer el costo de 
cada punto de avance. Además, se sienta la preocupación de establecer 
estándares de calidad de los bienes y servicios que el Estado debe generar; 
la capacitación de los operadores, y la orientación hacia el ciudadano. 

La principal herramienta utilizada en un PbR es la Matriz de Indicadores 
para Resultados (MIR), que sintetiza en un diagrama la alternativa de 
solución seleccionada para un problema público, lo que permite darle 
sentido a la intervención gubernamental, establecer con claridad los 
objetivos y resultados esperados de los programas a los que se asignan 
recursos presupuestarios.

Actualmente, en el presupuesto existe falta de claridad, es ambiguo; sus 
objetivos no son alcanzables, medibles ni claros; y se asignan recursos 
públicos sin establecer programas presupuestarios, metas ni objetivos; 
todo lo anterior se traduce en una rendición de cuentas deficiente, con lo 
que se afecta la totalidad de los engranes del sistema de una administración 
pública basada en resultados. Veamos un ejemplo de las deficiencias que 
presenta el mandato.

Política de salud pública1

En el artículo 4º de la CPEUM se establece que “toda persona tiene 
derecho a la protección de la salud”.

En el artículo 77 bis 1 de la Ley General de Salud se señala que 
“todos los mexicanos tienen derecho a ser incorporados al Sistema 
de Protección Social en Salud”. Asimismo, se establece que “la 
protección social en salud es el mecanismo mediante el cual el Estado 
garantiza el acceso efectivo, oportuno, de calidad, sin desembolso 
al momento de su utilización y sin discriminación a los servicios 
médico-quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios que satisfagan de 
manera integral las necesidades de salud”.

En el PND 2013-2018 y en el Programa Sectorial de Salud (PROSESA) 
2013-2018 se estableció el objetivo de: “asegurar el acceso a los 
servicios de salud con calidad”, con la estrategia de “avanzar en el 
acceso efectivo a estos servicios”.

1	 Auditoría Superior de la Federación. Informe de Resultados de la Revisión de la Cuenta Pública 
2014, México, informe de auditoría núm. 180. Dirección electrónica: http://informe.asf.gob.mx
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En el PEF para el ejercicio fiscal de 2014 se estableció que el Seguro 
Popular debe lograr la cobertura universal en salud; para ese año 
se aprobó un presupuesto de 72.3 mil millones de pesos para la 
operación del programa, y se estableció el indicador: “Porcentaje de 
avance en el cumplimiento de incorporación de personas al Seguro 
Popular”.

De acuerdo con el análisis de la información contenida en el PEF, 
se determinó que la información presupuestal y la selección del 
indicador “Porcentaje de avance en el cumplimiento de incorporación 
de personas al Seguro Popular” son insuficientes para resolver el 
problema público que se pretende atender con los recursos asignados, 
ya que no se cuantificó a la población del país que carece de seguridad 
social; tampoco se incluyeron indicadores ni metas para evaluar el 
mandato del Seguro Popular relativo a garantizar el acceso efectivo, 
oportuno, de calidad, sin desembolso al momento de su utilización y 
sin discriminación a los servicios médico-quirúrgicos, farmacéuticos 
y hospitalarios que satisfagan de manera integral las necesidades de 
salud.

Asimismo, el indicador “Porcentaje de avance en el cumplimiento 
de incorporación de personas al Seguro Popular” no es congruente 
con el mandato, ya que sólo cuantifica el porcentaje de avance en la 
afiliación de personas al Seguro Popular.

La falta de establecimiento de indicadores adecuados propició que la 
Comisión Nacional de Protección Social en Salud (CNPSS) no rindiera 
cuentas sobre el cumplimiento de su mandato, lo que provocó que 
solamente se atendiera al 86.4% de los 66.3 millones de personas 
que no eran derechohabientes de algún sistema de seguridad social: 
9 millones de personas no tuvieron acceso a los servicios de salud. 
Asimismo, no se dispuso de información para evaluar los servicios 
otorgados en términos del acceso efectivo, oportuno, de calidad, 
sin desembolso al momento de utilización y sin discriminación, a 
los servicios médico-quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios, 
conforme lo establece el mandato. 

Capítulo II. El mandatario: la ejecución basada en resultados

El Ejecutivo realiza el mandato durante el ejercicio fiscal correspondiente. 
El artículo 80 de la CPEUM establece que “se deposita el ejercicio del 
supremo poder ejecutivo de la Unión en un solo individuo”. 
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La ejecución de políticas públicas es concebida como la traducción del 
mandato en acciones ejercidas con objeto de atender el problema público 
que les dio origen; dichas acciones han de corresponder con el conjunto de 
actividades, procesos, métodos y medidas programadas como necesarias 
para lograr los cambios esperados.

Una ejecución con base en resultados permite medir puntualmente el 
avance en la solución del problema público y estar en posibilidades de 
redireccionar –con base en las evaluaciones de desempeño- las acciones 
emprendidas, con el objeto de optimizar el cumplimiento del mandato. A 
continuación un ejemplo de deficiente ejecución de las políticas públicas.

Política de preservación del agua con calidad2

En el artículo 4 de la CPEUM, se establece que toda persona tiene derecho 
al acceso y disposición de agua en forma salubre, aceptable y asequible. 
El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y 
modalidades para el acceso y uso sustentable de los recursos hídricos.

De conformidad con la Ley de Aguas Nacionales (LAN) el agua es un 
recurso natural vital, vulnerable y finito, con valor social y económico, 
cuya preservación en calidad es tarea fundamental del Estado, prioritaria 
y asunto de seguridad nacional.

En el Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
(PROMARNAT) 2013-2018 se reconoce el problema de contaminación del 
agua y que se deben implementar acciones para detener y revertir dicha 
contaminación.

En la Exposición de Motivos del Proyecto de PEF 2014 se estableció 
como mandato de la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) el de 
implementar un manejo sustentable del agua, y asegurar que el vital 
líquido sea suficiente y de la calidad adecuada para garantizar el consumo 
humano, así como realizar el monitoreo integral del ciclo hidrológico 
para observar el comportamiento de la calidad del agua; ordenar el uso y 
aprovechamiento del agua en cuencas y acuíferos que registran deterioro, 
a efecto de sanear el recurso y, mediante visitas de inspección, verificar 
que los usuarios del agua cumplieron con lo establecido en sus permisos.

Según los documentos de rendición de cuentas, en 2014, la CONAGUA 
realizó el monitoreo de la calidad del agua de acuíferos y cuencas, e informó 
los resultados del indicador sobre la Demanda Bioquímica de Oxígeno; la 
aplicación del principio “quien contamina, paga”; modificaciones a los 

2	 Auditoría Superior de la Federación. Informe de Resultados de la Revisión de la Cuenta Pública 
2014, México, informe de auditoría núm. 127. Dirección electrónica: http://informe.asf.gob.mx
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términos de los permisos de descarga de aguas residuales; las visitas de 
inspección para verificar el cumplimiento de obligaciones; la aplicación 
de sanciones por el incumplimiento de obligaciones, y la recaudación por 
las descargas de aguas residuales.

A pesar de la ejecución realizada por el mandatario, las acciones fueron 
insuficientes para atender el problema público. Con la auditoría de la ASF 
se constató que en 2014: 

•	 27 (4.1%) de 653 acuíferos y 191 (26.1%) de 731 cuencas del 
país registraron agua contaminada debido a la presencia de 
salinidad, aceites, plásticos y pesticidas.

•	 La CONAGUA no logró detener ni revertir la problemática 
en 26 (96.3%) de los 27 acuíferos, ni en 89 (42.9%) de las 191 
cuencas con deterioro, por lo que no garantizó el vital líquido 
con calidad.

•	 La CONAGUA no evaluó la calidad del agua de 365 (55.9%) de 
los 653 acuíferos y de 250 (34.2%) de las 731 cuencas existentes, 
de lo que se concluye que no dispuso de información suficiente 
para determinar las acciones que se requerían para atender el 
problema de contaminación del vital líquido.

•	 La CONAGUA no elaboró 163 (85.3%) estudios de calidad del 
agua, de los 191 que requería para igual número de cuerpos 
hídricos contaminados. Por la misma situación, no emitió 36 
(81.8%) de las 44 declaratorias de clasificación de cuerpos de 
agua que permitieran regular las fuentes de contaminación 
y mejorar su calidad. Tampoco dispuso de mecanismos para 
identificar a quiénes contaminan los recursos hídricos por lo 
que el principio “quien contamina, paga”, no se aplicó.

•	 De los 16,561 permisos de descarga de aguas residuales 
vigentes, la CONAGUA inspeccionó 1,544, lo que representó 
una cobertura de 9.3%, lo cual implica que no se vigiló a 9 de 
cada 10 permisionarios que pudieron estar infringiendo las 
normas de calidad y la preservación del agua.

•	 De los 16,561 permisionarios obligados a pagar por el derecho 
a verter aguas residuales en los cuerpos hídricos, 12,997 
(78.4%) no realizaron el pago correspondiente, lo cual podría 
representar un daño patrimonial.

La administración de los recursos hídricos por parte de la CONAGUA 
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fue deficiente, lo que representó un riesgo para el cumplimiento del 
objetivo relativo a detener y revertir su deterioro y, por lo tanto, para 
asegurar la disponibilidad del vital líquido con calidad y en cantidad 
para los 119.5 millones de personas que habitan el país, así como para 
las generaciones futuras.

Capítulo III. La rendición de cuentas: la Cuenta Pública 

Para que la ejecución sea fiel al espíritu y a la letra del mandato, se han 
establecido controles para que sea transparente lo que se está haciendo y 
se puedan emitir juicios sobre los avances de la ejecución. El mandatario 
y todos los ejecutores del gasto tienen que informar sobre su actuación 
mediante lo siguiente:

o	 Comparecencias en tiempo real.- De conformidad con el artículo 
93 de la CPEUM los “secretarios del despacho darán cuenta 
al Congreso del estado que guarden sus respectivos ramos. 
Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los secretarios de 
estado, al procurador federal de la república, a los directores 
y administradores de las empresas paraestatales, así como a 
los titulares de los órganos autónomos para que informen, los 
negocios concernientes a sus ramos o actividades”. 

o	 Informes mensuales.- El artículo 107, fracción II, de la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) establece 
que deberán emitirse este tipo de informes sobre los montos de 
endeudamiento interno neto, el canje o refinanciamiento de 
obligaciones del erario federal, en los términos de la Ley Federal 
de Deuda Pública y el costo total de las emisiones de deuda interna 
y externa.

o	 Informes bimestrales.- El artículo 111 de la LFPRH establece que 
la SHCP y la SFP, verificarán periódicamente, al menos cada 
bimestre, los resultados de la recaudación y de la ejecución de los 
programas y presupuestos de las dependencias y entidades, con 
base en el Sistema de Evaluación al Desempeño (SED).

o	 Informes trimestrales.- Durante el ejercicio presupuestal, 
el Ejecutivo debe informar al Congreso mediante informes 
trimestrales sobre la situación económica, las finanzas y la deuda 
pública, de conformidad con el artículo 107, fracción I, párrafo 
segundo, de la LFPRH. 
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o	 Informes anuales.- En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
6 de la Ley de Planeación (LP), el ejecutivo federal debe presentar 
al H. Congreso de la Unión el Informe de Ejecución del PND en el 
mes de marzo. 

o	 Informe presidencial.- De conformidad con lo establecido con el artículo 
69 de la CPEUM en la apertura de sesiones ordinaria del primer periodo 
de cada año de ejercicio del Congreso, el Presidente de la República 
deberá presentar un informe por escrito, en el que manifieste el estado 
general que guarda la administración pública del país. 

El legislativo –teóricamente– está informado sobre la ejecución del 
mandato en tiempo real, de manera mensual, bimensual, trimestral y 
anual. Sin embargo, la realidad nos dice que la mayoría de estos informes 
solamente dan cuenta de la gestión, pero no de los resultados: 

•	 El número de expedientes consignados por la comisión de 
delitos diversos fue de 30,656 averiguaciones previas, 19.7% 
más que lo realizado en 2010.

•	 Se efectuaron 10 reuniones y dos talleres de capacitación para 
el llenado de los formatos del pago del predial y servicios de 
agua de las 32 entidades federativas.

•	 El programa destinó 32.6 millones de pesos para el apoyo de 
1,815 tortillerías, cifra 9.3% inferior al ejercicio anterior; lo que 
permitió la conservación de 5,445 empleos.

•	 La superficie reforestada con fines de restauración fue inferior 
en 16.8% comparado a lo realizado en el ejercicio anterior.

Todos estos datos, contenidos en los documentos de rendición de 
cuentas, no nos informan de cómo se están resolviendo los problemas y 
qué resultados se están teniendo con la acción gubernamental. No hay 
rendición de cuentas por resultados, sólo hay una relatoría de hechos.

Para rendir cuentas sobre su proceder, todos los ejecutores del gasto, 
con base en el SED, deberían consolidar la información sobre su gestión 
financiera y sobre el cumplimiento de los programas presupuestarios en 
la Cuenta Pública bajo protesta de decir verdad. 

El mandante –Cámara de Diputados– recibe el documento superior de 
rendición de cuentas. El artículo 74, fracción 6, de la CPEUM establece 
que dicha Cuenta deberá presentarse a más tardar el 30 de abril del año 
siguiente al que corresponde. 
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La Cuenta Pública tiene un solo objetivo que es informar la forma y fondo 
en cómo se ejecutó el mandato llamado presupuesto. La Cuenta Pública 
debe permitir comprobar que los recursos se ejercieron en los términos 
de las disposiciones legales y administrativas, y conforme a los criterios y 
programas aprobados. 

Los informes mensuales, bimensuales y anuales se envían con carácter 
preliminar y, en algunos casos, con cifras estimadas, pero la Cuenta 
Pública tiene el carácter de datos definitivos y es el principal instrumento 
de la rendición de cuentas. Toda persona que requiera conocer de manera 
certera la situación de las finanzas públicas y los resultados de la gestión 
gubernamental debe saber que ahí está la información bajo protesta de 
decir verdad de quienes la integraron. 

En esencia, en la Cuenta Pública se deben explicar los motivos, situaciones 
y resultados que implican las decisiones de política y la aplicación de 
los recursos, lo que significa el gobierno en acción. La Cuenta Pública 
debiera ser un texto llano que pudiera entender todo ciudadano dado 
que es el documento en donde se informa de la situación del país en 
todos sus aspectos: lo que se logró, lo que no se pudo hacer, y los riesgos 
y vulnerabilidades a los que el país se enfrenta, de tal manera de que 
este documento incitara a los ciudadanos a exigir mayores resultados a 
sus gobernantes y a exigirse a sí mismos una mayor participación en los 
asuntos públicos. En la realidad esto no ocurre, ya que la Cuenta Pública 
es un documento altamente técnico y abstruso, tanto que el mandante 
tuvo que instituir un órgano técnico llamado ASF cuya tarea exclusiva es 
revisar la Cuenta Pública; y esta institución sólo genera un producto: el 
informe general de la fiscalización superior de la Cuenta Pública. 

Además de ser un texto complicado, y poco claro, la Cuenta Pública 
presenta una desvinculación con el mandato –con el PEF-: el ejecutor no 
reporta conforme a los indicadores, metas y objetivos establecidos en el 
presupuesto. Esta desunión provoca una rendición de cuentas deficiente. 

En el artículo 54 de la Ley General de Contabilidad General (LGCG) 
ya se establece la obligación para vincular las metas, los objetivos y los 
indicadores establecidos en el presupuesto con la rendición de cuentas 
mediante la Cuenta Pública, pero hace falta avanzar en este sentido.

En el contexto de una administración basada en resultados, se 
requiere que el mandato esté construido con metas y objetivos claros 
y cuantificables; y que la rendición de cuentas permita conocer, 
de manera suficiente, si el mandato fue cumplido en los términos 
establecidos. Para lograr lo anterior, es indispensable que la rendición 
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de cuentas esté relacionada de manera precisa con la programación y 
la ejecución de las políticas públicas.

A continuación un ejemplo de cómo se realiza la rendición de cuentas 
actualmente.

Programa de Apoyo Alimentario (PAL)3

En el artículo 4, de la CPEUM se señala que toda persona tiene 
derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, por lo 
que el Estado debe garantizarlo. 

En los artículos 6 y 8 de la Ley General de Desarrollo Social se señala 
que la alimentación es un derecho para el desarrollo social y que 
toda persona en situación de vulnerabilidad tiene derecho a recibir 
acciones y apoyos destinados a disminuir su desventaja.

En las Reglas de Operación del Pp S118 “Programa de Apoyo 
Alimentario” se incluyó el objetivo de compensar el ingreso de las 
familias beneficiarias mediante la entrega de apoyos monetarios, a 
fin de contribuir a mejorar su acceso a la alimentación.

En la exposición de motivos del Proyecto de PEF 2014, se expresó que 
el Gobierno de la República propone impulsar acciones encaminadas 
a reducir la brecha entre los ciudadanos en materia alimentaria.

En el PEF 2014 se señaló que uno de los programas que instrumentará 
el Sector Desarrollo Social para el cumplimiento de sus objetivos 
es el de Apoyo Alimentario, a cargo de la Coordinación Nacional 
del Programa de PROSPERA, para otorgar apoyos en efectivo que 
mejoren la alimentación de las familias que no son atendidas por el 
Pp Oportunidades. En el PEF 2014 se autorizó un presupuesto de 
4,905,245.1 miles de pesos. 

En 2014, la Coordinación Nacional de PROSPERA Programa de 
Inclusión Social (CNPPIS) no reportó información en la Cuenta 
Pública respecto de la atención del problema que pretende resolver 
el Pp S118, ni se incluyeron los resultados de los indicadores para 
verificar el cumplimiento de metas y objetivos. Además se observaron 
deficiencias en la operación del programa relacionadas con la falta 
de mecanismos para evaluar la atención efectiva del problema que 
justifica su implementación, lo que impidió conocer los resultados, 
efectos y beneficios de los apoyos otorgados.
3	 Auditoría Superior de la Federación. Informe de Resultados de la Revisión de la Cuenta Pública 

2014, México, informe de auditoría núm. 216. Dirección electrónica: http://informe.asf.gob.mx
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Capítulo IV. La fiscalización superior con base en resultados:  
las auditorías de desempeño

El 4 de octubre de 1824 se promulgó la CPEUM, en la que se facultó al 
Congreso para que revisara las cuentas del gobierno. Ese mismo año se 
creó la Contaduría Mayor de Hacienda (CMH), la cual quedó sujeta a la 
inspección exclusiva de la Cámara de Diputados, con la función de realizar 
la glosa de las cuentas que anualmente deberían presentar los ejecutores 
del gasto. La glosa es la revisión de la legalidad y de la contabilidad sobre 
el manejo de fondos, valores y bienes que integran la Hacienda Pública 
Federal. La revisión de la glosa fue la actividad principal de la CMH 
durante casi 200 años.

En 1999 el Congreso aprobó convertir a la CMH en una Entidad de 
Fiscalización Superior. El artículo 74, fracción VI, de la CPEUM estableció 
que es facultad exclusiva de la Cámara de Diputados “revisar la Cuenta 
Pública del año anterior, con el objeto de evaluar los resultados de la 
gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados 
por el presupuesto y verificar el cumplimiento de los objetivos contenidos 
en los programas”.

En el año 2000 se promulga la ley que crea a la ASF. La ley retomó la tarea 
clásica de revisar la legalidad y la contabilidad; pero agregó la atribución 
de fiscalizar por resultados. Se retomó el espíritu del artículo 134 
constitucional que establece que los recursos públicos deben manejarse 
con eficacia, eficiencia y economía; y para alcanzar los objetivos para los 
que fueron destinados.

La ley que crea a la ASF estableció dos áreas auditoras para fiscalizar 
dos aspectos: mediante las auditorías financieras y de cumplimiento se 
determina si la información financiera se presenta correctamente y si los 
asuntos cumplen con las regularidades o autoridades identificadas como 
deber ser; y mediante las auditorías de desempeño se revisan los efectos e 
impactos de la acción gubernamental: los resultados. 

Las auditorías de desempeño comprenden la evaluación de la definición 
del problema público; del diseño de la política definida para atender 
la problemática; de la consistencia interna y respecto del problema 
público; de la implementación de la política pública diseñada, respecto 
de las atribuciones de los diferentes entes responsables; y de los efectos y 
resultados que dicha política pública ha tenido respecto del problema que 
la justifica. En un ánimo proactivo, las auditorías de desempeño incluyen 
recomendaciones sobre los hallazgos cuya finalidad es señalar aspectos 
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concretos susceptibles de mejora, cuya atención permita incrementar la 
eficacia, eficiencia y economía de las políticas públicas evaluadas. En esto 
radica el valor de la fiscalización por resultados.

La ASF, con base en la norma ISSAI 300 de la INTOSAI, define en su 
marco operativo a la auditoría de desempeño como una revisión 
sistemática, interdisciplinaria, organizada, objetiva, propositiva, 
independiente y comparativa del impacto social de la gestión pública, 
tanto de las actividades gubernamentales enfocadas en la ejecución de 
una política general, sectorial o regional, como de aquellas inherentes 
al funcionamiento de los entes públicos; utiliza los métodos y términos 
de las ciencias sociales para verificar y comparar lo propuesto por las 
políticas públicas contra lo logrado y analiza las causas de las diferencias.

La auditoría de desempeño se ocupa de examinar las tres “e”: eficacia, 
eficiencia y economía. Además, toma en cuenta las tres “c”: competencia 
de los actores, calidad del bien o servicio y la percepción del ciudadano 
usuario o beneficiario. 

La auditoría de desempeño:

a)	 Proporciona una conclusión independiente sobre la 
actuación gubernamental.

b)	 Verifica, ratifica y propone la corrección del rumbo de la 
acción gubernamental. 

c)	 Proporciona nuevas perspectivas analíticas sobre los 
resultados de las políticas públicas.

d)	 Recuerda la realidad socio-económica inicial para que los 
avances o retrocesos en la solución de un problema público, 
generalmente paulatinos y graduales, sean percibidos.

e)	 Permite asignar el presupuesto con base en el cumplimiento 
de objetivos y metas.

f)	 Permite, en los diferentes niveles de responsabilidad, rendir 
cuentas sobre la gestión y los resultados de un programa. 
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La ASF lleva 16 años de realizar auditorías de desempeño y los impactos 
de sus recomendaciones se pueden clasificar en cinco grupos:

a)	 Las que han propiciado reformas o actualizaciones al marco 
normativo de las entidades fiscalizadas para perfeccionarlo.

b)	 Las que han generado leyes, reglamentos, manuales, programas 
y decretos.

c)	 Las que han promovido el establecimiento de controles o la 
evaluación de riesgos para garantizar el logro de los objetivos 
institucionales.

d)	 Las que han coadyuvado a la implementación del servicio 
civil de carrera o al perfeccionamiento de sus componentes y 
procesos.

e)	 Las que han promovido la instrumentación de una 
administración basada en resultados. 

A continuación se presenta un ejemplo del impacto de la fiscalización por 
resultados.

Luz y Fuerza4

Mandato: garantizar el suministro de energía eléctrica en condiciones 
de cantidad, calidad, oportunidad y precio.

Resultados: en 2007, las pérdidas de energía en LF fueron del 32.7%, 
21.8 puntos porcentuales superiores a los registrados por la CFE; y 
el costo del Contrato Colectivo se incrementó en 14.9%. Durante el 
periodo 1998-2007, el resultado neto acumulado fue una pérdida de 
32,390,446.0 miles de pesos.

Recomendación: 

•	 Que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
atendiendo la opinión de la Secretaría de Energía, analice 
los cambios estructurales que se requieren en Luz y Fuerza 
para que cumpla con la misión de proporcionar el servicio 
público de energía eléctrica.

•	 Proponer al ejecutivo federal un plan de acción a fin de 
instrumentar las medidas estructurales necesarias para 
solucionar la situación económica de esa entidad.

4	  Auditoría Superior de la Federación. Informe de Resultados de la Revisión de la Cuenta 
Pública 2006, México, informe de auditoría núm. 231. Dirección electrónica: http://www.asf.
gob.mx/Section/58_ Informes_de_auditoria

http://www.asf.gob.mx/Section/58_
http://www.asf.gob.mx/Section/58_
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•	 Que se elaboren estudios que sustenten la posibilidad de 
proceder a la disolución, liquidación o extinción de la LF, 
conforme a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales.

Impacto de la recomendación: el 11 de octubre de 2009, se publicó el 
Decreto por el que se extingue el organismo descentralizado Luz y 
Fuerza; en el documento se destaca que “la problemática expuesta ya 
había sido conocida por la ASF y que atenta a lo anterior, la Secretaría 
de Energía propuso la desincorporación por extinción de Luz y 
Fuerza”. 

Capítulo V. La dictaminación: la sanción

El Congreso Constituyente de 1917 estableció, en el artículo 65, que 
la facultad de “revisión y examinación” de la Cuenta Pública era del 
Congreso de la Unión.

El artículo 74, fracción VI, de la CPEUM, establecie que es atribución 
exclusiva de la Cámara de Diputados “revisar la Cuenta Pública del año 
anterior, con el objeto de evaluar los resultados de la gestión financiera, 
comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados por el presupuesto 
y verificar el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas 
(…) La Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pública a más tardar 
el 31 de octubre del año siguiente al de su presentación, con base en el 
análisis de su contenido y en las conclusiones técnicas del Informe General 
Ejecutivo del resultado de la Fiscalización Superior”.

Dos asuntos no resueltos: la dictaminación de la Cuenta Pública y la 
oportunidad de la entrega del Informe General Ejecutivo del Resultado 
de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública (IGERFSCP).

Actualmente, la discusión se centra en que la CPEUM no establece 
el concepto de dictaminación, sino de revisión. Algunos legisladores 
consideran que la revisión significa solamente ver con atención y cuidado; 
otros consideran que revisar es someter a examen la Cuenta Pública, 
y unos más consideran que la revisión tiene por objeto el conocer para 
dictaminar. Dada esa polémica, al 2016, no se han revisado ni dictaminado 
once cuentas públicas: 2003, 2004, 2005, 2006, 2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 
2013 y 2014.

Más allá de la discusión hermenéutica del significado de revisar, examinar, 
evaluar, comprobar y verificar, el espíritu de la ley es que el mandante 
conozca la veracidad sobre la ejecución del presupuesto y de los impactos 
de las políticas públicas y emita una opinión al respecto con tres objetivos: 
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primero, conocer la fidelidad de la ejecución con lo mandatado; segundo, 
retroalimentar las decisiones sobre el siguiente presupuesto; y tercero, 
emitir un juicio, una opinión o un dictamen sobre la ejecución y sobre los 
efectos e impactos que se han tenido por el actuar gubernamental.

La discusión en la Cámara de Diputados de emitir un dictamen o no sobre 
la rendición de cuentas y la fiscalización superior de la Cuenta Pública 
conlleva dos temores de los ejecutantes: el primero es que la opinión que 
se vierta esté politizada más por las contiendas partidistas coyunturales 
que por la objetividad de la forma y fondo en que se ejecutó el mandato. 
Este es un temor infundado, ya que la ASF dictamina sus hallazgos en 
términos técnicos y sobre la base del SED y del cumplimiento de las metas 
y los objetivos establecidos en el PND y los programas sectoriales. 

Se deberán hacer las precisiones en la ley para que la Cámara de Diputados 
pueda expresar una opinión política que pudiera llamarse dictamen de la 
Cuenta Pública a la manera como se hace en los sistemas parlamentarios 
en donde la Cámara de los Comunes emite una sanción positiva o 
negativa sobre la forma de actuación del Ejecutivo. En el caso mexicano 
esta sanción –positiva o negativa– sería el dictamen de la Cuenta Pública 
sin efectos vinculatorios, pero sí con efecto en la opinión pública sobre el 
actuar gubernamental. 

El segundo temor de los ejecutores es ser evaluados con base en resultados; 
pues entonces habría una calificación sobre su eficacia y su eficiencia. Este 
temor debe ser superado mediante gestiones eficaces y eficientes de los 
servidores públicos, que resuelvan los problemas públicos. 

Oportunidad de la entrega del IGERFSCP

El IGERFSCP tiene dos objetivos fundamentales con respecto al quehacer 
de la Cámara de Diputados: el proporcionar las conclusiones técnicas 
para que la Cámara de Diputados dictamine la Cuenta Pública, y el 
de retroalimentarla para la toma de decisiones del siguiente ejercicio 
presupuestal.

Para que los objetivos del IGERFSCP se cumplan es necesario modificar el 
actual calendario del proceso.

•	 El presupuesto se aprueba a más tardar el 15 de noviembre del 
año fiscal anterior de que se trate. Así, el presupuesto de 2016 se 
aprobó el 15 de noviembre de 2015. 
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•	 El año fiscal de 2016 abarca del 1° de enero al 31 de diciembre del 
año siguiente de la aprobación presupuestal.

•	 La Cuenta Pública de 2016 se entregará el 30 de abril de 2017. 

•	 Y el IGERFSCP 2016 lo entregará la ASF el 20 de febrero de 2018. 

•	 Para esa fecha ya se habrán aprobado los presupuestos 2017 y 
2018, sin ninguna posibilidad de que el IGERFSCP coadyuve con 
información, opiniones y consideraciones sobre los efectos de las 
políticas públicas y los impactos de la asignación presupuestal 
en el quehacer gubernamental. 

•	 Además, esta falta de oportunidad enrarece el clima político 
para la dictaminación de las cuentas públicas, postergando 
el cumplimiento del mandato constitucional de cerrar las 
cuentas públicas. 

Para superar esa situación, sería necesario:

•	 Que la Cuenta Pública se entregara el 30 de enero del año 
siguiente al de la ejecución presupuestal. Así, la Cuenta Pública 
2016, en lugar de entregarse el 30 de abril de 2017, se entregaría 
el 30 de enero del 2017. 

•	 Si ese paso se da, entonces la ASF podría reducir de 9.5 meses que 
tiene actualmente para revisar la Cuenta Pública a ocho. Entonces, 
la ASF podría entregar el IGERFSCP el 30 de septiembre del 
mismo año en que se presenta la Cuenta Pública, justo cuando 
comienza la discusión presupuestal en la Cámara de Diputados.

•	 La Cámara de Diputados tendría que modificar la fecha para la 
dictaminación; en esta secuencia, la fecha debería ser el 30 de 
octubre y el 15 de noviembre aprobaría el siguiente ejercicio 
presupuestal.

Capítulo VI. Conclusiones

El proceso es el siguiente: la emisión de un mandato, su ejecución, la 
rendición de cuentas, la fiscalización superior y la dictaminación de la 
Cuenta Pública. Todo ello, para conocer la situación de los asuntos públicos; 
retroalimentar las siguientes decisiones presupuestales y sancionar la 
forma y fondo de la instrumentación de las políticas públicas. El punto 
central de todo este proceso es lograr la racionalidad de las decisiones 
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sobre el gasto público. Hay asuntos pendientes: la construcción de un 
mandato sin ambigüedades; perfeccionar la rendición de cuentas –la 
Cuenta Pública- para que se relacione con el mandato; ajustar el proceso 
de dictaminación; y establecer los cronogramas de entregas de la Cuenta 
Pública y del informe que entrega la ASF a la Cámara de Diputados, para 
que las conclusiones del órgano técnico sean utilizadas en el proceso de 
asignación del presupuesto del año siguiente. 

Para concluir, se presentan dos opiniones muy calificadas sobre la eficacia 
gubernamental: el conde Axel Oxenstierna (1583-1654), canciller de 
Suecia durante la Guerra de los Treinta Años, tuvo amplia experiencia 
en qué basar la conclusión a la que llegó en su lecho de muerte: “Conoce, 
hijo mío, con qué poca sabiduría se gobierna al mundo”. Pedro el Grande 
al estudiar la manera como el Cardenal Richelieu (1585-1642) estaba 
gobernando Francia, exclamó: “Le daría la mitad de mi reino si me 
enseñara a gobernar la otra mitad”.
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